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			Prólogo

			El presente volumen recoge un conjunto de análisis y reflexiones sobre las políticas sociales oportuno y necesario. Su autor posee una dilatada trayectoria en el ámbito de los programas de bienestar social, no solo como analista y estudioso de la teoría de la provisión social. Durante largo tiempo Fernando Fantova ha estado en las «trincheras» de las actuaciones e implementaciones encaminadas a mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos, especialmente de aquellos con niveles acusados de precariedad ciudadana. 

			Los datos biográficos suelen ser ignorados por los científicos sociales a la hora de valorar las contribuciones en la teoría y práctica de los pensadores y estudiosos de la realidad circundante. Empero, y con frecuencia, los episodios vitales de las personas suelen ser reveladores no solo de la sustancia de lo que proponen, sino también de la plausibilidad de sus formulaciones. En su prolongada carrera profesional, Fernando Fantova, licenciado en psicología, educador social y doctor en sociología, ha desarrollado varios cometidos, entre los que cabe señalar el de voluntario con personas con discapacidad y el de cooperante en Ecuador. Como consultor independiente desplegó, asimismo, una gran actividad en el desarrollo de proyectos en el nuevo y viejo continente. En tiempos más recientes se incorporó a la gestión política institucional y fue viceconsejero de Asuntos Sociales del Gobierno Vasco durante 2009-2011. Ahora prosigue su tarea de compromiso personal y profesional con el desarrollo de las políticas sociales adoptando nuevos empeños, como es el plasmado en la presente publicación.

			El propósito principal de este libro es el de contribuir a establecer vías de reforma, innovación y transformación para la construcción del futuro de las políticas sociales. Tras el crack financiero de 2007, se ha hecho imperiosa la necesidad de propuestas innovadoras para superar una situación de declive en la ciudadanía social de nuestras democracias avanzadas. El período en el que vivimos ha sido etiquetado como Edad de Bronce del bienestar social porque, si bien ha habido recortes y retrocesos en el desarrollo de los programas sociales durante los difíciles años de la «crisis interminable», aún pueden identificarse los rasgos constitutivos que hacen del «bronce» un metal ganador en la complicada pugna por preservar el modelo del Estado del Bienestar europeo. Rezuma en las páginas de este volumen una fuerza constructiva en el empeño por diseñar nuevas políticas, así como de optimizar las ya existentes, a fin de amparar y promocionar el bienestar social en nuestras sociedades del capitalismo del bienestar.

			Como no podía ser menos, Fantova enhebra sus propuestas con una crítica inicial del propio concepto de política social. Tal ejercicio da pie a la formulación de una arquitectura diferenciadora y estructurante de seis grandes apartados de políticas sectoriales, relativas a la educación, el empleo, la garantía de ingresos, la sanidad, los servicios sociales y la vivienda. En el despliegue de propuestas de cambio y mejora en dichas áreas se tienen en cuenta ocho elementos, como son el alcance, los objetivos, la articulación, los recursos, la operativa, la gestión, el gobierno y el relato. Con posterioridad se abordan cuatro grandes políticas transversales, las cuales son como vigas que informan y apoyan a los seis pilares de las antedichas políticas sectoriales. En tales ejes concentra el autor su labor de sistematización, investigación, desarrollo e innovación, a fin de ofrecer a las personas con responsabilidades políticas alternativas operativas frente a las disyuntivas que nuestras sociedades encaran. Los ejes son identificados como: (a) Gobernanza del bienestar basada en la evidencia; (b) Desarrollo territorial para un empleo de calidad; (c) Erradicación de la pobreza y disminución de la desigualdad económica; y (d) Innovación sociosanitaria y convivencia comunitaria. Todos los enunciados propositivos incluidos en el libro están permeados por el afán de conseguir (e) sinergias entre lo público y lo común para forjar un nuevo contrato social. Además, y para rematar el diseño arquitectónico elaborado en el volumen, el autor incorpora en sus orientaciones una atención hacia las políticas intersectoriales, los temas de la financiación y los retornos de la política social.

			Son varios los afanosos objetivos intencionales que Fantova explicita con la realización de este estudio, el cual busca emplazarse en un plano intermedio, a caballo entre los enfoques más amplios respecto al conjunto de las políticas sociales y las contribuciones programáticas más concretas y aplicadas. El autor pretende visibilizar lo que un abordaje general puede hacer a los abordajes específicos y viceversa. Y todo ello bajo la preocupación por la sostenibilidad, no solo económica sino moral y sociopolítica, del Estado del Bienestar europeo en las precedentes Edades de Oro (1945-1975) y de Plata (1976-2007). 

			En libro asume una aproximación a los temas tratados que el autor denomina como «universal, integral y comunitaria». Se realiza ello con la intención de aunar los intereses del mundo académico e investigador dedicado al estudio de las políticas sociales, con el mundo político y técnico en el que se desenvuelven los agentes que protagonizan la adopción y aplicación de las decisiones en materia de política social. Dos mundos que, como muy certeramente Fantova observa, no han estado siempre tan interrelacionados como sería deseable. Otro encomiable propósito expresado por el autor es el de intentar situar los análisis y las prescripciones efectuadas en el libro en un «escalón por debajo» de lo ideológico, asumiendo la existencia de un pluralismo relativo a las opciones partidarias, pero también la exigencia de un conocimiento de la disciplina de la política social a la hora de ofrecer orientaciones a las opciones ideológicas y políticas. 

			Las aportaciones efectuadas por el sociólogo vizcaíno son especialmente útiles si se considera que las sugerencias de mejora, fundamentadas en una contrastada evidencia empírica, no se limitan a un ejercicio académico en abstracto, por necesario y exigible que este siempre sea. Las ideas y reflexiones expuestas en las páginas que siguen están conformadas por una intención explícita de aplicabilidad en la búsqueda de un eficiente pragmatismo. Por tales razones, el libro interesará por igual no solo a docentes universitarios e investigadores sociales, sino a los profesionales en el mundo de la planificación e implementación de las políticas sociales. 

			Luis Moreno

			Profesor de Investigación
Instituto de Políticas y Bienes Públicos 
(Consejo Superior de Investigaciones Científicas)

		

	
		
		  Capítulo 1

          ¿QUÉ PASÓ LA SEMANA ANTERIOR AL ANUNCIO DEL CHEQUE-BEBÉ?

          «En cambio, si nos pensamos como seres frágiles y codependientes, estamos obligados a pensar la cooperación como una característica humana tan básica como la racionalidad, tal vez más. Nuestra vida es inconcebible sin el compromiso de los cuidados mutuos (…). No todas las relaciones sociales importantes tienen que ver con el cuidado, pero el cuidado es la base material sobre la que se fundamentan todas ellas (…). La comunidad política (…) se erige sobre una red de codependencia. El escenario en el que podemos o no superar la alienación es un impulso que forma parte de lo más íntimo de nuestra naturaleza: cuidar los unos de los otros (…). Creo que la matriz ética de todas esas formas de compromiso con los demás, de esa codependencia, es la experiencia del cuidado»

          CÉSAR RENDUELES, Sociofobia1.

          1.1. Introducción

          El 4 de julio de 2007, en el debate parlamentario anual sobre política general, el entonces presidente socialista del Gobierno de España, José Luis Rodríguez Zapatero, conseguía concentrar buena parte de la atención mediática y popular mediante el anuncio, no en su discurso, sino en una de sus réplicas a la oposición, de una medida estrella: el Estado daría 2.500 euros por cada nueva criatura que viniera al mundo o fuera adoptada. Se trataba del que pronto sería bautizado como cheque-bebé.

          En el año 2008, primer año completo de vigencia de la prestación, más de 490.000 personas la recibieron, ocasionando un gasto público de más de 1.200 millones de euros. Cuando, medio año antes, se había aprobado la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia, su memoria económica preveía para 2008 un gasto de la Administración General del Estado de 670 millones de euros, siendo finalmente la aportación real de unos 870 millones, notablemente inferior, en todo caso, al gasto de ese mismo año para el cheque-bebé. La ley sobre autonomía y dependencia había sido y sigue siendo considerada la principal aportación de los gobiernos de José Luis Rodríguez Zapatero en política social.

          El cheque-bebé, sin embargo, no tuvo una larga existencia. El 10 de mayo de 2010, el mismo José Luis Rodríguez Zapatero, en otra intervención parlamentaria todavía más sorpresiva y memorable, anunciaba su desaparición, junto a otras medidas que calificó como «duras»: recortes en el salario del funcionariado, congelación de las pensiones o ajustes en lo relativo a la mencionada ley sobre autonomía y dependencia o la cooperación para el desarrollo.

          Sea como fuere, la creación del cheque-bebé no había venido precedida por rigurosos estudios y prolongados debates, sino que aparecía como un golpe de efecto, conectado, ciertamente, con la preocupación social por la decreciente tasa de natalidad del país y con las dificultades percibidas por muchas personas ante su deseo de procrear. Un diputado de la época, el demógrafo Joaquín Leguina, ha relatado que el ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, Jesús Caldera, le negó que la propuesta fuera suya y se encogió de hombros cuando Leguina le dijo que cualquier demógrafo la desaconsejaría2. Otra fuente, por el contrario, identifica a Caldera como padre de la idea, en un momento en el que «había dinero» y se quería «hacer algo» en política familiar y de igualdad entre mujeres y hombres, habiéndose preparado la medida, en todo caso, sin apenas trabajo interministerial, con mucha premura y generando rechazo en diversas áreas del Gobierno. En su réplica, el líder de la oposición, Mariano Rajoy, le dio al presidente Zapatero la bienvenida a la «política de familia», blandiendo su propio programa electoral, en el que se proponía una cantidad de 3.000 euros por nacimiento.

          Si bien muchos sectores valoraron positivamente el cheque-bebé, también fue objeto de críticas, entre ellas las de no pocas personas expertas en el ámbito de las políticas sociales3. Ciertamente, si en las semanas o días anteriores al 4 de julio de 2007 hubiéramos reunido en un seminario a las personas más reconocidas en la comunidad dedicada al estudio de las políticas sociales, es seguro que, ni de lejos, hubieran apoyado o dado prioridad a una propuesta como la del cheque-bebé. Si se hubiera ofrecido a dicho grupo la posibilidad de diseñar una medida o conjunto de medidas sociales a las que podrían dedicar más de 1.000 millones de euros al año, no cabe duda de que sus designios habrían ido por derroteros muy diferentes.

          Entonces, cabe preguntarse: ¿estuvieron acertados el presidente y su equipo de confianza, obrando al parecer desde la intuición, improvisación o proactividad política y conectando con importantes sectores de la ciudadanía? ¿O se hubiera tenido que consultar en mayor medida a las personas expertas conocedoras de la experiencia y la evidencia comparada y en posesión de rigurosos diagnósticos y pronósticos sopesados acerca de la realidad y la política social? En cualquier caso: ¿es inexorable ese aparente divorcio entre la voluntad política y estratégica y el rigor científico y técnico? ¿A quién atribuir la responsabilidad de que no se produjera un punto de encuentro?, ¿al cortoplacismo, populismo y oportunismo que, tan frecuentemente, se atribuye a las personas con responsabilidad política? ¿O al alejamiento de la realidad, de la aplicación, de la calle que, tantas veces, se dice que tienen las personas portadoras del conocimiento formalmente reconocido sobre una materia?

          ¿Qué pasó la semana anterior (si es cierto que el asunto se cocinó en una semana) al anuncio del cheque-bebé? ¿Cuáles fueron los argumentos y procesos que condujeron a esa decisión? ¿Por qué no estuvo disponible o fue adoptada otra iniciativa más basada en el conocimiento y consenso existente entre las personas expertas? ¿Había mejor teoría y tecnología realmente disponible? ¿Tenía la comunidad de conocimiento sobre política social alguna alternativa formateada suficientemente relevante y pertinente en ese momento? Este libro quiere moverse en el terreno que acabamos de empezar a enfocar con el caso que hemos escogido para comenzarlo. Quiere contener conocimiento útil en materia de política social; quiere recogerlo, discutirlo, construirlo, proponerlo, sistematizarlo y presentarlo: como conocimiento que aspire a ser tan válido y fiable como útil y aplicable, tan comprometido con el método científico y la tecnología segura como con los problemas, muchas veces dramáticos, a los que pretenden dar respuesta las políticas sociales. Tomando las palabras de Donald Schön, queremos hacer una contribución, aunque sea parcial y modesta, en la construcción, gestión y difusión de un conocimiento que aspire simultáneamente al «rigor» y a la «relevancia» (Schön, 1998: 49).

          1.2. A qué se aspira (y a qué no se aspira) con este libro

          Se aspira en esta obra a una presentación ordenada y sistemática de conocimiento actualizado y significativo sobre política social y, más específicamente, para el diseño, la implementación y evaluación de políticas sociales. Y seguramente es procedente referirse ahora a las notas distintivas o los valores añadidos que pretendería aportar este ensayo y que pueden justificar su escritura. Plasmaremos ahora unos sintéticos enunciados, que serán desarrollados brevemente a continuación, señalando que este libro:

          
            	Aspira a avanzar en la construcción de una propuesta de esquema comprehensivo y estructurado para el conjunto del área de la política social.

            	Pretende situarse en un plano intermedio, diferenciado tanto de las aproximaciones generales a la política social o al Estado de Bienestar como de las propuestas específicas sobre unas y otras ramas o partes de la política social, aunque intentando recibir y visibilizar las aportaciones que un abordaje general puede hacer a las contribuciones específicas y viceversa.

            	Pretende hacerse cargo del momento social de alta preocupación, desde diversos puntos de vista y posiciones, sobre la continuidad y sostenibilidad (en una perspectiva económica, política o moral) de las políticas sociales.

            	Intenta abordar el conjunto de políticas sociales desde un mismo enfoque filosófico o visión técnica (que denominaríamos universal, integral y comunitaria4), aunque sin desconocer la variedad de enfoques alternativos o complementarios.

            	Busca encontrar un lenguaje y contenido comprensible, interesante, válido o útil tanto para el entorno académico o investigador dedicado al estudio de las políticas sociales, como para el mundo político y técnico en el que se desenvuelven los agentes que protagonizan la adopción y aplicación de las decisiones, ámbitos no tan próximos y relacionados entre sí como sería deseable.

            	Intenta atrapar el conocimiento disponible, la evidencia acumulada y el debate actual sobre política social en nuestro entorno.

            	Intenta situarse un paso antes del terreno propiamente político e ideológico, entendiendo que hay un cuerpo común de conocimiento que ofrecer a la legítima pluralidad política e ideológica existente entre los agentes participantes en la toma de decisiones.

            	Trata de ser un libro, finalmente y en todo caso, comprometido y propositivo. Se intentará hacer aportaciones útiles, aplicables, realistas y sostenibles.

          

          Decíamos, en primer lugar, que se aspira a proponer esquemas abarcadores y articulados para el conjunto de la política social. Se intentaría contribuir, utilizando con libertad una denominación del psicólogo social Enrique Pichon-Riviere, a la construcción de un ECRO (esquema conceptual referencial operativo) (Porcel y Vázquez, 1995: 13), es decir, de un esquema que funcione, de un conjunto organizado de conceptos teóricos que nos sirva de referencia para la actuación. Trataremos de recordar el riesgo que comporta acomodar la realidad en el lecho de Procusto de modelos ideales, pero, a la vez, buscaremos evitar las incoherencias o lagunas que se presentan, en ocasiones, en tratados acerca de la política social. En palabras de Bruno Dente y Joan Subirats, «este esquema conceptual es mucho menos que una teoría, en el sentido de que no es capaz de predecir resultados. Pero sirve, en cambio, para especificar con una cierta meticulosidad cuáles son las variables que los influyen, y permite formular las hipótesis para validarlas o falsarlas en el análisis empírico» (Dente y Subirats, 2014: 25). A la hora de ofrecer materiales para un ECRO, para un cierto canon, intentaremos apoyarnos en consensos generalizados sobre denominaciones y conceptualizaciones. Sin embargo, también habrá aspectos en los que nos arriesgaremos a proponer, intentando argumentar y encontrar avales. 

          En segundo lugar, nos referíamos a la búsqueda de un nivel intermedio entre abordajes generales y específicos. Nuestra impresión, derivada del seguimiento y la revisión de la literatura sobre política social, es que abundan artículos y libros dedicados a un determinado colectivo poblacional o a una política específica. También hay un buen número de obras genéricas sobre la política de bienestar o el Estado social. Quizá, sin embargo, sea menos frecuente el intento de transitar y allanar el camino que va de lo general a lo específico y de lo específico a lo general, o el que busca contrastar o conectar diferentes ámbitos específicos entre sí. Quizá se percibe cierta incomunicación entre las comunidades de estudio acerca de los parámetros generales o magnitudes macro de la política social (más radicadas en la universidad y vinculadas a materias como la ciencia política, la economía o el derecho) y los grupos de trabajo dedicados a colectivos o políticas específicas (con mayor presencia del mundo de la Administración o la intervención y más conectadas a disciplinas como la sociología, la psicología o la gestión). También hay, seguramente, cierta incomunicación entre quienes se ocupan de las diferentes políticas específicas. Por ello, parafraseando a Robert Merton, diríamos que intentaremos una aproximación de alcance intermedio.

          Decíamos, en tercer lugar, tener conciencia de que, hoy y aquí, se percibe una notable preocupación ciudadana acerca de la política social y de su futuro. Habrá quien considere que no es sostenible económicamente lo que se ha logrado hasta el momento. Habrá quien diga que dicha insostenibilidad es fruto de una decisión política más o menos democrática o antidemocrática. Habrá quien se refiera a los valores (del electorado, de la ciudadanía o del personal responsable de las intervenciones y servicios) que deben sustentar unas u otras políticas sociales. Sea como fuere, hay una percepción notablemente compartida de que necesitamos vías de reforma, innovación o transformación para construir el futuro de las políticas sociales.

          Se señalaba, en cuarto lugar, que se irá adoptando en la reflexión y el análisis acerca de las políticas sociales un enfoque o visión de corte universal, integral y comunitario. No era un designio establecido de antemano, sino que en la construcción del ensayo esos tres rasgos característicos han ido emergiendo con fuerza: una política social para todas las personas, un conjunto de políticas entrelazadas o sinérgicas, una política relacional. Son tres ideas fuerza notablemente compartidas en las comunidades dedicadas al estudio y diseño de las políticas sociales. De todas maneras, se dialogará también con otras miradas o acentos.

          Decíamos, a continuación, buscar una terminología y unos planteamientos que pudieran resultar de interés tanto para el mundo del estudio académico de la política social como para el de la praxis de las políticas sociales realmente existentes. Basta una revisión de las casi mil quinientas páginas de las actas oficiales del IV Congreso de la Red Española de Política Social (Rodríguez Cabrero, 2013), para comprobar la abrumadora mayoría de comunicaciones procedentes de las universidades y la exigua presencia de aportaciones del mundo de la planificación o implementación. Esa realidad nos indica que, al menos en nuestro entorno cercano, está por construir en buena medida una verdadera comunidad de aprendizaje o «comunidad de práctica» (Wenger, 2001: 251) de la política social, en la que, necesariamente, debieran estar representados y relacionados tanto quienes, desde la universidad y otros ámbitos, tienen el cometido principal de la gestión del conocimiento (en forma de investigación o de formación) como quienes (desde el asesoramiento, el activismo o la gestión) están más cerca o dentro de la toma de decisiones.

          Se decía en sexto lugar que el proceso de elaboración de la obra ha sido, en buena medida, el proceso de revisar algunos de los principales productos escritos en nuestro entorno en los últimos años en materia de política social. Se intentará construir con base en la evidencia disponible, identificar teoría y conceptualización fundamentada y apoyarse en buenas prácticas, programas costoeficientes y alternativas contrastadas. En todo caso, la amplitud de la temática del volumen y su carácter general obligarán a no presentar explícita y detalladamente las referencias y evidencias obtenidas y procesadas. Para ello remitimos a otras publicaciones y, en general, a <fantova.net>.

          Nos referíamos en séptimo lugar a la pretensión de no adoptar posiciones en relación con disyuntivas netamente políticas e ideológicas. Va de suyo que las decisiones y opciones en materia de política social deberán ser, en última instancia y por definición, políticas y estar encuadradas en un marco ideológico. Sin embargo, desde los procesos de construcción y gestión de conocimiento, se debe estar en disposición de hacer análisis y propuestas que, después, pudieran ser asumidas y adoptadas por una cierta variedad o pluralidad de agentes políticos. Quien quiera aportar conocimiento sobre política social tendrá sus propias ideas políticas y orientaciones ideológicas, pero es posible y deseable diferenciar el momento del conocimiento compartible en una comunidad de aprendizaje del de las preferencias políticas o ideológicas de cada cual. Quien escribe, cuando ha actuado y actúa en la práctica de la política social, lo hace, sin duda, desde encuadres ideológicos y políticos que, sin embargo, intentará dejar entre paréntesis a la hora de presentar la síntesis y las propuestas presentes en las siguientes páginas.

          Por último, se señalaba que la obra desea tener un carácter comprometido y propositivo. Quien trabaja en el ámbito de las políticas sociales es consciente de que son políticas que se enfrentan de forma especialmente directa al sufrimiento humano, intentan adelantarse a él y prevenirlo o, si es posible, paliarlo, ayudar a disminuirlo o hacer que desaparezca y se vea reemplazado por bienestar y felicidad. Hay que ser consciente, por otra parte, de la amplitud y la complejidad de la política social, de su impresionante impacto en otras esferas y en el conjunto de la vida social (económica, cultural y moral), así como de su centralidad para fortalecer, destruir, modificar y reinventar los equilibrios, contratos, arreglos o consensos sociales que hacen posible nuestra vida en sociedad. El calor de la praxis nos induce a la propuesta, al intento de solución; impulsa a la creación, a la producción de conceptos, esquemas y herramientas apropiadas y eficaces. Esperamos, de cualquier modo, ser capaces de hacer propuestas razonables, fundamentadas, ubicadas y contrastadas.

          Quizá no sea ocioso, por otro lado, explicar, siquiera telegráficamente, lo que no es este libro:

          
            	No es una obra que se ocupe sistemáticamente, aguas arriba, de los orígenes o de la historia de las políticas sociales en sus diferentes manifestaciones institucionales. Tomamos la partida de ajedrez más o menos donde está, para analizarla y jugarla, sin preguntarnos especialmente cómo es que llegó a estar así.

            	No es un texto que describe o analiza comparativamente de forma detallada diferentes regímenes o modelos de bienestar reales o teóricos. En cualquier caso, toma como referencia la realidad española y europea actual (y, en menor medida, la latinoamericana u otras).

            	No es una obra que entre al detalle sobre cada una de las políticas o áreas específicas que entran en el ámbito de la política social.

            	No es un texto que pretenda aportar una fundamentación sistemática o completa de carácter ético o jurídico para la política social.

            	No es un libro militante que se incline por unas u otras orientaciones o ideologías políticas a la hora de configurar las políticas sociales.

          

          Diríamos, por tanto, que intentamos partir de una inmersión actual y ubicada en las políticas sociales realmente existentes y los discursos al respecto para, dialogando en ese contexto, sistematizar algunas aportaciones que nos parecen relevantes y trazar algunas referencias, reflexiones, esquemas y propuestas generales que esperamos suficientemente razonables y sustentadas. Se trata de elaborar una síntesis o vaciado personal de conocimiento aplicable, buscando un equilibrio entre lo descriptivo y lo conceptual, entre lo cuantitativo y lo cualitativo, entre lo permanente y lo actual y entre lo local y lo global. Proponemos un ensayo que intentará ser reflexivo, analítico y normativo, sobre una base práctica o empírica. Nos gustaría pensarlo como un texto que ayudará a quien tenga que diseñar, analizar o implementar políticas sociales a no olvidar algunas cuestiones y a comprenderlas mejor en su compleja interrelación.

          1.3. Partes y contenidos de la obra

          En este primer capítulo estamos tratando de presentar la justificación, los propósitos y los contenidos principales del libro. En el capítulo 2 se intentará ofrecer una aproximación epistemológica, disciplinar y cognoscitiva desde la que abordar el asunto de las políticas sociales, arrojando luz sobre el tipo de conocimiento que será relevante y que intentamos seleccionar, discutir, elaborar, presentar y aplicar. En el capítulo 3 nos ocupamos del concepto de política social. Desde la convicción de que «nombrar mal las cosas es agravar la desgracia del mundo» (Albert Camus) y de que «no hay nada más práctico que una buena teoría» (Kurt Lewin), dedicaremos algunas páginas a escuchar, discutir y desentrañar concepciones acerca de la política social. Es la práctica de la política social la que incrementa nuestra avidez de buena teoría, de teoría clarificadora, que abra perspectivas.

          El capítulo 4 trata sobre el contexto en el que, hoy y aquí, se plantean y se formulan las políticas sociales. Si bien el español será determinante, ya sugeríamos que no excluimos las referencias a ámbitos más amplios como el europeo, el latinoamericano u otros. En cuanto al marco temporal, se intenta responder a los retos que las políticas sociales tienen hoy ante sí, aunque sin someterse al dictado de la más pura actualidad. Nos situaremos en la gran recesión o «crisis interminable» (Moreno, Luis, 2014: 105) que vivimos desde 2007, pero se intentará mirar más allá o más al fondo, al llamado «cambio de época» (Subirats, 2011: 5) en curso en las últimas décadas. En el capítulo 5 se revisarán algunas de las principales referencias que hoy en día conviven o compiten en el concierto de las ideas acerca de política social. Renunciaremos a bucear en el pasado, aunque es sabido que cada una de esas marcas tendrá su genealogía en el mundo del pensamiento y de las realizaciones. Así, hablaremos de Big Society, gestión social del riesgo, inclusión activa, inversión social, enfoque de las capacidades, política social centrada en la persona, secondo welfare y gobernanza mixta de la política social, atención comunitaria, innovación social, aportaciones feministas, renta básica y buen vivir.

          El capítulo 6 se ocupa del esquema clasificatorio propuesto para las políticas sociales, que contiene seis grandes políticas sectoriales, cuatro grandes políticas o grupos de políticas transversales y un número indeterminado de políticas intersectoriales. Se intentará justificar y presentar la construcción de este esquema. El capítulo 7 tratará de abordar los temas clave comunes para el diseño y la implementación de políticas sociales. Se buscará presentar un modelo útil para la comprensión y gestión de la política social en general y de cada una de las políticas sociales en particular, planteando ocho cuestiones: alcance, objetivos, articulación, recursos, operativa, gestión, gobierno y relato. 

          Dentro del capítulo 8 abordaremos en seis grandes subcapítulos las seis políticas sectoriales identificadas, es decir, las políticas sobre educación, sanidad, servicios sociales, empleo, vivienda y garantía de ingresos. Intentaremos hacernos cargo, aplicando el modelo común antes enunciado, de los principales análisis y trazadas propias de cada campo en este momento, subrayando los solapamientos o entrecruzamientos con las políticas transversales y su intersectorialidad. El capítulo 9 se ocupa, en sus cuatro subcapítulos, de las cuatro grandes políticas sociales transversales: las políticas de igualdad y atención a la diversidad, la política familiar, la política comunitaria y la política de fomento de la iniciativa social. El capítulo 10 tratará de las políticas intersectoriales y la coordinación intersectorial entre políticas.

          En el capítulo 11 analizaremos la financiación y los retornos de las políticas sociales, haciendo referencia a la política fiscal y tributaria, al gasto social y a los criterios y mecanismos que cabe utilizar en el diseño de la financiación de las políticas sociales. Finalmente, en el capítulo 12, se bosquejará una agenda para el futuro del desarrollo y la innovación en políticas sociales, con las siguientes cinco líneas de avance: gobernanza del bienestar basada en la evidencia, desarrollo territorial para un empleo de calidad, erradicación de la pobreza y disminución de la desigualdad económica, innovación sociosanitaria y convivencia comunitaria, y sinergias entre lo público y lo común para un nuevo contrato social.

          1.4. Políticas y salchichas

          Hay una expresión, cuyo autor parece ser el poeta norteamericano del siglo XIX John Godfrey Saxe, que es frecuentemente atribuida al canciller alemán Otto von Bismarck, según la cual «las leyes, como las salchichas, dejan de inspirar respeto a medida que sabes cómo están hechas». Este libro, modestamente, pretende hacer una contribución para el diseño de unas políticas sociales cada vez más basadas en el conocimiento. Hemos venido trabajando, en mayor o menor medida, donde se hacen las salchichas (vale decir, en este caso, las políticas, o más precisamente, las decisiones en materia de política social) y es verdad que, a veces, se confeccionan de un modo inconfesable. Sin embargo, nos mueve a escribir la convicción de que es posible y necesario articular procesos de elaboración de políticas cada vez más basados en el conocimiento y que, a la vez, cubran los requerimientos específicos de las dinámicas políticas reales.

          Decía Mario Onaindia que, en las películas del Oeste, el personaje que le resultaba más simpático era aquel «mitad piel roja, mitad rostro pálido, que generalmente llevaba pantalones de soldado de color azul con franja amarilla y una chaqueta de cuero con adornos chillones y con flecos». Ese «personaje híbrido», decía Mario, «que dominaba los saberes de los pieles rojas, que cazaba y seguía las huellas con la misma pericia que ellos y al mismo tiempo estaba familiarizado con las costumbres de los blancos» y buscaba «favorecer la comprensión mutua». Seguramente algo de eso hay en el origen de este volumen. Entre quienes están en la elaboración, a veces no tan ortodoxa, de las salchichas y quienes dan clases y escriben sobre su fabricación sin haber hecho muchas, debe haber puentes, vínculos, relaciones y viajes de ida y vuelta. Quizá este libro pueda ser una contribución, una más, para la construcción y el fortalecimiento de redes integradas, diversas e híbridas de conocimiento y acción para el diseño y desarrollo de unas mejores políticas sociales.

          Cada jornada de escritura, por cierto, se iniciaba (los ritos son necesarios, como le dijo el Zorro al Principito) de la mano de Silvia Pérez Cruz y Toti Soler. Les dejo con su canción y me atrevo a recomendarles que la busquen en Internet y que vean y escuchen su interpretación. La comparto en señal de reconocimiento y agradecimiento a todas las personas con las que he vivido treinta y cinco años de trabajo en el ámbito de las políticas sociales, a quienes, entre otras, va dirigido este libro. No puedo nombrar aquí a esos miles de personas, ni siquiera a las más de cien que respondieron con valoraciones y aportaciones a un artículo de la revista Documentación Social concebido como embrión de este trabajo. No debo, sin embargo, dejar de mostrar mi especial gratitud a Luis Moreno, autor del prólogo y referente principal en la materia; a Arantza Basagoiti, que se prestó con generosidad y eficacia para una revisión formal de la obra; a Editorial CCS, que ya me ha acogido varias veces y reincide en esta ocasión; y a Demetrio Casado, a quien me atrevo a llamar maestro y mentor, con quien disfruté del lujo de comentar el libro capítulo a capítulo. Los considero parte de esa red familiar y comunitaria que, en buena medida, hace posible que surja, se realice y cobre sentido, junto a otras, la pequeña aventura de escribir y compartir este texto.

           

          (letra de Josep María de Sagarra, música de Toti Soler)

          Cançó de suburbi 

           M'estimo l'horta escanyolida

            que de la fàbrica es ressent,

            i em plau voltar la meva vida

            d'aquest paisatge indiferent.

           I em plau l'estona virolada:

            gent d'amanida i berenar.

            Una donzella espitregada

            i una cançó que fa plorar.

           I l'home humil que a l'aire ensenya

            un front valent i un ull esclau,

            i va amb la gorra i l'espardenya

            i el farcellet i el vestit blau.

           Aquí jo veig que el món se m'obre

            fred i terrible com la mort.

            I és tan mesquina i és tan pobra

            la campaneta del meu cor!

           Dels llagoters fuig la corrua

            i en el meu rostre no hi ha vel

            i em puc mirar l'ànima nua

            sense cap mica de recel.

           Estimo l'horta desolada;

            el presseguer ensopit que es mor,

            i l'arengada platejada,

            porró de sang, tomàquet d'or.

           Jo vaig seguint la vostra dèria,

            homes estranys de bones dents,

            que tornareu a la misèria

            una miqueta més contents!

           Durin els mals, durin les penes,

            llàgrima, rosa, perla i bes.

            Duri aquest cor i aquestes venes,

            duri aquest ull que no veu res.

           Vestit encès que el goig estripa,

            dansa per mi! Home lleial,

            vine, fumem la nostra pipa

            damunt de l'herba virginal.

           Diga'm les vives meravelles

            del teu treball, del teu turment.

            Sota el concert de les estrelles,

            anem fumant tranquil·lament.

          Canción de suburbio

          Amo la huerta escuálida

            que de la fábrica se resiente,

            y me gusta rodear mi vida

            de este paisaje indiferente.

           Y me gusta el tiempo colorista:

            gentes de ensaladas y meriendas.

            Una doncella lozana

            y una canción que hace llorar.

           Y el hombre humilde que al aire enseña

            una frente valiente y un ojo esclavo,

            y va con la gorra y la alpargata

            y el hatillo y viste de azul.

           Aquí yo veo que el mundo se me abre

            frío y terrible como la muerte.

            Y es tan mezquina y es tan pobre

            la campanilla de mi corazón.

           De los aduladores huye la multitud

            y en mi rostro no hay velo

            y me puedo mirar el alma desnuda

            sin una pizca de recelo.

           Amo la huerta desolada;

            el melocotonero aburrido que se muere,

            y el arenque plateado,

            porrón de sangre, tomate de oro.

           Yo voy siguiendo vuestra obsesión,

            hombres extraños de buenos dientes,

            que volveréis a la miseria

            un poco más contentos!

           Duren los males, duren las penas,

            lágrima, rosa, perla y beso.

            Dure este corazón y estas venas,

            dure este ojo que no ve nada.

           ¡Traje encendido que el gozo desgarra,

            danza para mí! Hombre leal,

            ven, fumemos nuestra pipa,

            sobre la hierba virginal.

           Dime las vivas maravillas

            de tu trabajo, de tu tormento.

            Bajo el concierto de las estrellas,

            vamos fumando tranquilamente.

          Notas

          
            
              1 La cita está en las páginas 146-147.

            

            
              2 Según Leguina, la propuesta había sido hecha por otro ministro, del área económica, cuando el presidente le había llamado por teléfono diciéndole que «tenía que inventarse algo» con urgencia para el Debate del Estado de la Nación de esa semana.

            

            
              3 La propia Fundación Alternativas, vinculada al Partido Socialista, se ha referido a la medida como «más democristiana que socialdemócrata» y «con efectos muy dudosos sobre la natalidad» (Fundación Alternativas, 2012: 196).

            

            
              4 En el capítulo 12 se fijará el sentido de estas tres expresiones, que irá construyéndose a lo largo de toda la obra.

            

          

		

	
		
		  Capítulo 2

          BREVE CARACTERIZACIÓN DE UN SABER SOBRE POLÍTICA SOCIAL

          «La falta de sabiduría sistémica siempre es castigada»

          GREGORY BATESON, 

            Pasos hacia una ecología de la mente5.

          A continuación intentaremos esclarecer las características o los requerimientos del conocimiento relacionado con las políticas sociales. ¿Qué tipo de conocimiento será? ¿Tendrá algo de peculiar? ¿Cómo se accederá a él? ¿Cómo se construirá? Lo que sigue, por tanto, son reflexiones que podríamos denominar epistemológicas, disciplinares y cognoscitivas, algunas de las cuales serán válidas para distintas áreas de conocimiento mientras que otras serán más peculiares del mundo de las políticas sociales.

          No se trata de unas páginas ociosas o innecesarias. Muchas veces hemos vuelto a la cita de los maestros Humberto Maturana y Francisco Varela cuando afirman que «todo acto de conocer trae un mundo a la mano (…). Todo hacer es conocer y todo conocer es hacer (…). No prestar atención a que todo conocer es un hacer, no ver la identidad entre acción y conocimiento, no ver que todo acto humano, al traer un mundo a la mano, en el lenguaje, tiene un carácter ético porque tiene lugar en el dominio social, es igual a no permitirse ver que las manzanas caen hacia abajo» (Maturana y Varela, 1996: 21). Por ello, intentar caracterizar la naturaleza o los rasgos de aquel conocimiento legítimo, válido, útil y aplicable para el diseño e implementación de la política social, nos parece un ejercicio conveniente que, en todo caso, nos compromete a la hora de escribir.

          Hibridación entre tipos de conocimiento

          El conocimiento, el saber, se construye en redes y comunidades en las que necesariamente han de encontrarse personas y organizaciones con perfiles, posiciones y funciones diferentes, cada una de las cuales puede estar más centrada en alguno de los eslabones de la cadena de valor de la gestión del conocimiento. Esos eslabones podrían estar representados en la ilustración 2.a. Comenzamos, por tanto, reivindicando el estatuto epistemológico de los diversos tipos de saberes: ciertamente de aquel (más teórico o más aplicado) que viene producido por procesos de investigación científica, de base empírica; y también del conocimiento tecnológico o metodológico que surge en los procesos de aplicación o utilización del conocimiento científico y que puede convertirse en innovación cuando es acogido y metabolizado profesional y socialmente.

          [image: ]

          Subrayamos, asimismo, el valor del saber que procede de la reflexión desde la práctica, recordando a Schön cuando afirma que «el estudio de la reflexión desde la acción tiene una importancia clave. El dilema del rigor o la relevancia puede ser resuelto si podemos desarrollar una epistemología de la práctica que sitúe la resolución técnica del problema dentro del contexto más amplio de una indagación reflexiva, muestre cómo la reflexión desde la acción puede ser rigurosa por propio derecho, y vincule el arte 

            de la práctica, en la incertidumbre y el carácter único, con el arte de la investigación del científico» (Schön, 1998: 73). Si a las políticas sociales corresponde el conocimiento contenido o generado por las disciplinas y ciencias sociales, parece especialmente apropiada para este ámbito afirmar que «amplias zonas de la práctica presentan situaciones problemáticas que no se prestan a la ciencia aplicada» (Schön, 1998: 269). Por ello, entendemos que el conocimiento técnico y la consiguiente innovación se forman también por sistematización a partir de la práctica y el saber hacer (know how).

          Por otro lado, Demetrio Casado recuerda que «el conocimiento científico goza, en nuestra cultura, de muy alto aprecio como referencia para la acción. Pero la ciencia no nos revela el deber ser de las cosas. Los objetivos finales de las acciones formales pro bienestar no se encuentran en los conocimientos científicos, sino que hemos de inventarlos a partir de la ideología» (Casado, 2005: 16), haciendo referencia al conocimiento que se contiene en los principios y valores de aplicación más general o específica.

          Es natural que, entre las personas y organizaciones implicadas en un área de conocimiento, haya una cierta división del trabajo. Parece lógico que el profesorado universitario o de otras instituciones académicas (como los miembros de institutos de pensamiento o think tanks), además de formar a su alumnado o audiencia, esté especialmente volcado en la investigación que procesa y produce evidencia y en la elaboración de conocimiento teórico, básico o aplicado. Pareciera normal, también, que profesionales de la consultoría o la asesoría y personas con responsabilidades técnicas o directivas que formulan y evalúan políticas, beban de la documentación o literatura científica que los anteriores producen y, a la vez, sistematicen sus reflexiones a partir de la práctica, elaborando conocimiento de carácter más técnico (tecnológico, metodológico) e innovador. Con las anteriores personas y organizaciones, a su vez, debieran interactuar quienes toman parte directamente en los procesos de decisión e implementación de las políticas con su saber hacer y su capacidad de reflexionar desde la práctica, aplicando y nutriendo los consensos técnicos o filosóficos de referencia; y, last but not least, completaría el cuadro el conjunto de la ciudadanía, portadora también de saberes.

          Según César Rendueles, «las ciencias sociales son praxiologías, al igual que la traducción, la cocina, la política, la comprensión de textos, la educación de nuestros hijos, las prácticas deportivas, la agricultura, la interpretación musical… En todos estos ámbitos hay conocimiento e ignorancia, distancia entre el acierto y el error. Se trata de conocimientos prácticos, donde la experiencia, la recepción y ampliación del bagaje empírico pasado, la imaginación o la elaboración analítica resultan determinantes (…). Aristóteles denominó phrónesis, aproximadamente “prudencia”, al tipo de sabiduría práctica que ponemos en juego cuando queremos cambiar las cosas para mejor, ya sea nuestra propia vida o los acuerdos públicos (…). La prudencia no es un conocimiento teórico acerca de la experiencia, sino el tipo de saber que sale a la luz en la propia práctica: no un crítico gastronómico sino un cocinero, no un pedagogo sino un profesor (…). La phrónesis resuelve dilemas prácticos muy intensos, a menudo trágicos (…). Esa solución solo nos parece de sentido común una vez que ha sido hallada» (Rendueles, 2013: 156). Por ello, además de reivindicar el estatuto epistemológico de diferentes tipos de conocimiento o saber, concluiremos que es necesario que se produzca una hibridación o mestizaje entre las diferentes formas de conocimiento: desde el saber hacer (cualidades, destrezas, pericia, competencias) de las personas más orientadas a la acción, hasta el conocimiento teórico más puro de las instancias científicas de lo social.

          Los sectores más estudiosos, investigadores o escritores tienden a percibir a quienes protagonizan la toma de decisiones políticas (o a los agentes que intentan influir en ella) como poco atentos a los productos de las instancias científicas o académicas e insuficientemente conscientes de la necesidad de que las tecnologías y procedimientos de la política social se apoyen en teorías consistentes, evidencia contrastada y conocimiento obtenido con métodos rigurosos. Desde los agentes más volcados a la acción, sin embargo, se plantea si no sería pertinente, quizá, que quienes formatean conocimiento se preguntaran si su producción intelectual tiene insuficiencias que dificultan su aplicación práctica. Se percibe, quizá, que personas que se presentan como expertas no son conscientes de determinados conflictos de interés o cuidadosas a la hora de diferenciar lo que dicen como científicas de lo que dicen como agentes políticos desde sus particulares orientaciones ideológicas, llegando a utilizar su condición académica como bandera de conveniencia para envolver opiniones netamente políticas y partidarias.

          Nos resistimos a pensar, en todo caso, que estamos refiriéndonos a dos conocimientos totalmente diferentes sin conexión entre sí, uno teórico y otro práctico, uno puro y otro impuro, uno inmanente y otro contingente. La complejidad y el impacto de la política social vuelve especialmente peligrosa una acción sin conocimiento (un pretendido saber hacer que fuera ajeno a otros saberes), a la vez que hace especialmente problemático un conocimiento sin acción (un pretendido saber alejado de las peculiaridades y contingencias de la acción). Por algo se ha señalado que «no es sorprendente, entonces, que la teorización sobre el Estado de Bienestar ha sido fundamentalmente inductiva» (Castles y otros, 2010: 5).

          El campo de las políticas sociales es un terreno en el que las personas consideradas expertas han de estar especialmente abiertas al diálogo y al contraste con una amplia diversidad de personas, con otros muchos agentes interesados e implicados, debido al hecho de que, cuando hablamos de políticas sociales, nos referimos a bienes y situaciones que afectan de forma radical a la dignidad, el bienestar y la calidad de vida de cualquier persona y que muchas de ellas pueden tener opiniones, criterios y visiones al respecto. A la vez, los agentes de las políticas sociales realmente existentes reciben el reclamo para hacer, en mayor medida, una política basada en la evidencia (Pinilla, 2006a: 20-24) y para interactuar de forma más intensa, abierta y sistemática con los productos y procesos de la gestión del conocimiento relevante para su accionar. La necesaria naturaleza híbrida y mestiza del conocimiento útil para la política social se justifica, de modo particular, por el hecho de que la viabilidad exitosa de la política social, como la de otras, depende en buena medida de su capacidad de articular lógicas que, frecuentemente, empujan en sentidos contrapuestos: la lógica técnica, la lógica jurídica, la lógica ética, la lógica administrativa, la lógica relacional, la lógica mediática y otras.

          Diálogo entre distintas disciplinas

          Este carácter híbrido y mestizo del conocimiento en política social no solo tiene que ver con tipos de conocimiento en función de su posición en la cadena de valor. Tiene que ver también con disciplinas, con métodos, con teorías y con áreas de interés (más científico o más profesional) diversas y diferentes en su grado de amplitud o especialización. Para pensar y hacer política social necesitamos aportaciones del trabajo o la educación social, el derecho, la sociología, la pedagogía, las ciencias de la salud, la ciencia de la administración o de la gestión, la economía, la psicología, la historia, la filosofía, la geografía, la estadística y, especialmente, la ciencia política.

          Como se ha recordado recientemente, «el establecimiento de fronteras de conocimientos en el contexto de las ciencias sociales es con frecuencia un ejercicio científico irrelevante. La compartimentalización académica de las ciencias sociales ha sido efecto y causa de una mostrenca especialización en subáreas de observación a menudo desligadas entre sí (…) sin relevancia para quienes toman las decisiones que implican a la sociedad, tanto decisores públicos (policy-makers) como destinatarios (policy-takers)» (Moreno, Luis, 2014: 21-22). El conocimiento útil acerca de las políticas sociales es un conocimiento híbrido, mestizo y, por tanto, no basta que se construya con materiales de diversas disciplinas, sino que es necesario que dichas aportaciones se complementen, interactúen y se modifiquen recíproca y conjuntamente. Este conocimiento más que multidisciplinar será interdisciplinar. Y más que interdisciplinar, en algunos casos, transdisciplinar.

          Aunque será en el capítulo 3 donde nos detendremos en el concepto de política, en este momento procede adelantar que, cuando tomamos las políticas como unidad de análisis u objeto de interés, aspiramos a un determinado plano de amplitud o nivel de complejidad (nivel macro). Nos referimos a conocimiento y decisiones relevantes para el gobierno en un área de actividad. No miramos tanto a los procesos operativos de carácter técnico (nivel micro) ni tampoco se trata primordialmente del nivel o plano intermedio de la gestión (nivel meso), según queda representado en la ilustración 2.b.

          [image: ]

          Hay que decir, de todos modos, que no es posible diferenciar y distinguir con nitidez los contenidos del conocimiento propio de cada uno de los planos. Ello es así, entre otras razones, porque, en sus trayectorias reales, las personas acarrean sus marcos cognitivos, instrumentos conceptuales, modelos de actuación y aperos de trabajo cuando pasan de un nivel a otro. La médica (trabajo operativo) que pasa a ser gerente de una comarca de salud (trabajo de gestión) y acaba de consejera de sanidad (trabajo de gobierno) no cambia radicalmente de caja de herramientas cada vez que cambia de trabajo, sino que suele llevar la misma, aunque quizá sacando algunas de las herramientas y, desde luego, adquiriendo otras. Estas trayectorias individuales, con todo, no son sino uno de los muchos medios a través de los que se producen contagios o préstamos de conocimiento entre las áreas y disciplinas más propias de cada uno de los planos. Parece tener sentido, por tanto, que haya tanto conexiones y mezclas como distinciones y fronteras entre el conocimiento necesario para la realización de las actividades operativas típicas de las políticas sociales (como la educación, la atención médica o la intervención social), el conocimiento necesario para la administración o gestión en dichos ámbitos (Fantova, 2005) y el conocimiento necesario para la política social. De cualquier modo, en los tres niveles habrá conocimientos más específicos del campo social y conocimientos más comunes con otros ámbitos sectoriales.

          Ciertamente, un instrumental conceptual y metodológico de referencia para acercarse a las políticas sociales, sería el del análisis de políticas (Gomá y Subirats, 1998), como también habrán de considerarse las aportaciones del pensamiento estratégico utilizado en el mundo empresarial. Se ha señalado que, desde los años ochenta del pasado siglo, «el enfoque politológico ha predominado en el debate sobre las transformaciones del Estado de bienestar (…) estudiándose las instituciones, los actores sociales, los puntos de veto o los partidos políticos como factores explicativos» (Del Pino y Rubio, 2013b: 35). Ello ha ocurrido tras épocas en las que habían primado perspectivas más económicas o sociológicas, que tendían a situar en aspectos demográficos o cambios en el sistema productivo las variables explicativas de las orientaciones en materia de políticas sociales. Dentro del campo politológico tiene cierta preponderancia en este momento la corriente de pensamiento denominada neoinstitucionalista, que subraya la manera en la que las restricciones institucionales influyen en los agentes. Las instituciones son interpretadas como legados históricos que limitan las opciones posibles de las personas que toman las decisiones políticas, de modo que las opciones pasadas enmarcan y condicionan las decisiones futuras, estructurando el marco cognitivo y organizativo en el que se desenvolverán los agentes con sus diferentes tipos de recursos y capacidades.

          Sin embargo, cabe decir que el mencionado instrumental conceptual y metodológico de referencia parece mostrarse más útil para los análisis y diagnósticos (más o menos explicativos) que para los pronósticos y las prescripciones. En cualquier caso, se notará, seguramente, que el autor acude frecuentemente a un bagaje que tiene que ver con la psicología y sociología aplicadas, especialmente, a la intervención social, al estudio de las organizaciones y a la administración o gestión, desde una orientación que podría denominarse sistémica.

          Un saber al servicio del diseño de políticas sociales

          Sea como fuere, el conocimiento en materia de política social es un conocimiento que verifica su validez en la práctica real de diseño, implementación y evaluación de políticas. Aquel conocimiento que pretenda ser útil y utilizado en el mundo de la política social, no puede desconocer las condiciones realmente existentes de presión, contingencia y complejidad en las que frecuentemente se hace política social. Superando críticamente la visión de la persona que toma las decisiones políticas como un agente racional que maximiza beneficios, se ha propuesto el concepto de racionalidad limitada para hacer referencia a la reducida capacidad de las personas y organizaciones para procesar información, normalmente distribuida de forma asimétrica, de cara a la toma de decisiones. Incluso se ha hablado del modelo del cubo de basura, que ofrece una imagen de la toma de decisiones más cerca del caos dinámico humano que del frío orden mecánico (Dente y Subirats, 2014: 70).

          En La democracia del conocimiento, Daniel Innerarity reflexiona sobre «el diálogo entre saber y poder» (Innerarity, 2011: 95) y afirma que «la sociedad del conocimiento es también una sociedad del asesoramiento» (Innerarity, 2011: 103). Dirá, asimismo, que «la política concretamente no es practicable hoy sin un recurso al saber experto» (Innerarity, 2011: 103), así como que «el gran desafío del asesoramiento político consiste en vincular el conocimiento científico, producido de acuerdo con criterios internos de relevancia científica, con los criterios de relevancia política. El saber del asesoramiento se distingue de otros saberes por el hecho de que ha de ser, al mismo tiempo, científicamente correcto y políticamente útil y realizable» (Innerarity, 2011: 107). El conocimiento relevante en materia de política social será, en última instancia, aquel susceptible de ser utilizado de forma pertinente y eficaz en aquel momento en el que, ante quien tiene que tomar una decisión con impacto, se abre algún tipo de margen de maniobra o ventana de oportunidad. Innerarity se refiere a los «aprendizajes de segundo orden» o «reflexivos», señalando que «se trata de aquellas transformaciones que cuestionan los criterios, los paradigmas y los marcos» (Innerarity, 2011: 193) y que «las mayores innovaciones [se producen] en espacios híbridos de reflexión y acción» (Innerarity, 2011: 61).

          Los diferentes agentes, portadores de aproximaciones diversas al conocimiento necesario para la política social, tienen incentivos institucionales de tipo centrífugo. Donald Schön ha afirmado que «profesionales e investigadores tienden crecientemente a vivir en mundos diferentes, persiguiendo empresas distintas y teniendo poco que decirse los unos a los otros» (Schön, 1998: 269). Por ello recuerda Innerarity que «la principal función del gobierno en la sociedad del conocimiento es establecer las condiciones de posibilidad de la inteligencia colectiva» (Innerarity, 2011: 102). 

          Sea como fuere, el área de conocimiento de la política social deberá encontrar un equilibrio entre la dinámica de construcción de un corpus de conocimiento suficientemente compartido y consensuado (más allá o más acá de las obediencias políticas y orientaciones ideológicas) y la conciencia respetuosa del hecho inexorable de que en el momento en el que dicho conocimiento es utilizado y aplicado, necesariamente lo es a través de mediaciones netamente políticas e ideológicas, es decir, por parte de agentes que, obligatoriamente, adoptan trayectorias alternativas a las de otros agentes de signo político e ideológico diferente.

          Esa tensión dialéctica entre el momento de la construcción de conocimiento sobre política social y el momento de la toma de decisiones y la acción políticosocial es clave para la mejora y el fortalecimiento tanto del conocimiento como de la política. Es razonable apostar por un ejercicio de la política respetuoso de la autonomía del saber experto y atento a los productos de la comunidad científica y técnica, y, a la vez, por unas redes de conocimiento y aprendizaje sensibles a las contingencias y los riesgos de la acción política y atentas a elaborar sus productos de la manera más adaptada y útil para su aplicación real. Ese equilibrio es difícil y no se logrará nunca a la perfección, pero tanto la madurez y homologabilidad del área de conocimiento como la eficacia y mejora del ejercicio real de la política social dependen de él.

          Nota

          
            
              5 La cita está en la página 465.

            

          

		

	
		
		  Capítulo 3

          CONCEPTUALIZANDO LA POLÍTICA SOCIAL

          «“Cuando yo uso una palabra”, insistió Humpty-Dumpty con un tono de voz más bien desdeñoso, “quiere decir exactamente lo que quiero que signifique –nada más y nada menos”.

          “La cuestión es”, insistió Alicia, “si se puede hacer significar a las palabras tantas cosas distintas”.

          “La cuestión es”, dijo Humpty-Dumpty, “saber quién es el que manda. Eso es todo”».

          LEWIS CARROLL, Alicia en el País de las Maravillas.

          En este capítulo vamos a perfilar qué queremos decir cuando hablamos de política social, ya que es de uno de esos conceptos excesivamente manidos en cuya utilización se asumen algunos supuestos o sobreentendidos que quizá no estén suficientemente claros y fundamentados. Ello, ciertamente, tiene consecuencias para las políticas sociales realmente existentes y, lo que es más relevante, para su destinataria: la ciudadanía. Nos interesará discutir los conceptos solo en la medida en que sean una ayuda (o puedan ser un obstáculo) para la comprensión, construcción y gestión de las políticas sociales. En primer lugar intentaremos reflexionar sobre lo que significa, aquí, el término política. A continuación discutiremos en qué sentido estas políticas son públicas. En el tercer apartado aterrizaremos en el adjetivo social, que utilizamos en la expresión política social. En ocasiones, se hablará, en singular y en conjunto, de política social, pero también, en plural, de políticas sociales, entendiendo que todas y cada una de las políticas específicas (la política educativa, la política familiar, la política sociosanitaria u otras) son políticas sociales.

          3.1. Qué es una política

          Nos gustaría definir lo que es (o debe ser) una política, básicamente, mediante cinco afirmaciones, que pueden ayudar a capturar el sentido y las potencialidades del concepto. Tomadas al pie de la letra y, más aún, todas juntas, expresan más un ideal que una realidad, pero cada una de ellas ilumina, posiblemente, una faceta o un aspecto de la definición de política no exento de interés:

          
            	Una política es (o debe ser) una estrategia.

            	Una política es (o debe ser) un proceso.

            	Una política es (o debe ser) un sistema.

            	Una política es (o debe ser) una red.

            	Una política es (o debe ser) un relato.

          

          Definimos estrategia como un esquema, una lógica o un patrón articulado y coherente de medios (líneas de actuación) y, especialmente, de fines (objetivos), relativamente abstracto y flexible, que está basado en una determinada perspectiva o interpretación acerca de la realidad (interna y externa) y que permite el sostenimiento y la mejora a medio plazo de un sistema o red en su entorno para el cumplimiento de su misión o, al menos, de objetivos importantes para ella y sus personas y grupos interesados o implicados (Fantova, 2005: 255). Nos interesa empezar poniendo el foco sobre esta dimensión teleológica de las políticas, ya que, cuando preguntamos acerca de la política educativa, de la política sanitaria o, en general, de la política social de un gobierno, en buena medida estamos indagando por ese esquema o patrón, por la lógica básica, por la elección de medios y, especialmente, de fines (pretendidamente conjuntada y coherente) en relación con la materia o el campo del que se trate.

          Pero también podemos decir que una política es un proceso. Según la definición que hemos propuesto, los procesos son «series, flujos o entramados de actividades (por tanto, de acción e interacción) en las que se ponen en juego unos recursos y mediante las cuales se desencadenan unos efectos» (Fantova, 2005: 287). Cuando hablamos de una u otra política, también nos estamos refiriendo a conjuntos (más o menos secuenciados, ordenados o encadenados) de actividades (incluyendo prestaciones o apoyos) con unos objetivos y unas destinatarias. Son las actividades que forman parte de una política las que, consumiendo unos determinados recursos y desencadenando unos efectos concretos, consiguen dar respuesta a las necesidades6 de referencia para esa política o, dicho de otro modo, cumplir su finalidad. Necesidades y finalidad que son, en última instancia, las que definen su ámbito, su objeto, su materia, su asunto, su campo: las que la diferencian de otra política.

          Y una política es o aspira a ser, también, un sistema. Un sistema es un proceso estructurado con cierta capacidad de autorregulación, denominando estructura a la forma o configuración más o menos reconocible y estable que adopta la actividad (la acción, la interacción y la autorregulación) en una organización en la medida en que ocurre de forma regular, reiterada y recurrente (Fantova, 2005: 278). Las políticas existen y son reconocibles en tanto en cuanto se configuran como estructuras, como conjuntos de dispositivos suficientemente reconocibles, explícitos, integrados, normados o institucionalizados de acción, relación y autorregulación.

          Señalamos en cuarto lugar que una política es una red, un determinado entramado o tejido de relaciones entre unos agentes, es decir, personas y grupos interesados e implicados (stakeholders). Comprender una política es, en buena medida, entender qué dan y qué reciben, qué recursos aportan y qué efectos obtienen, qué derechos y deberes tienen unos agentes conectados entre sí en función de dicha política. Al respecto cabe afirmar que «la capacidad de tomar una decisión no incremental en la solución a un problema de políticas complejo es más probable en la medida en que el proceso decisional muestra un nivel de complejidad similar, al menos en el número y la diversidad de actores directa o indirectamente implicados, a la cantidad y el tipo de intereses afectados por el problema o la solución» (Dente y Subirats, 2014: 269).

          Y decíamos, en quinto y último lugar, que una política es (utilizando una metáfora de moda) un relato: una formulación explícita, una narración, un conjunto de textos, un discurso, un marco cognitivo que intenta delinear, alinear, impulsar, catalizar, orientar y legitimar los cursos de acción por los que optan o que adoptan los diversos agentes. A esa dimensión de las políticas nos referimos cuando hablamos de los procesos de enmarque (framing) de las decisiones y de sus consecuencias.

          Algunas notas características de estas estrategias, procesos, sistemas, redes y relatos que llamamos políticas

          Dente y Subirats afirman que una política pública es «un conjunto de acciones y decisiones llevadas a cabo por diversos actores con la finalidad de resolver un problema definido políticamente como público» (Dente y Subirats, 2014: 39). Ahora bien, para que este proceso o sistema pueda ser considerado como una política, debe tener una cierta escala, una cierta envergadura. Por otra parte, según el contexto, se entenderá que se trata de algo más permanente (la política social como política sectorial, la política social como disciplina) o más coyuntural (la política social que hace este gobierno, la política social que propone esa entidad).

          Si se permite el juego de palabras, las políticas se hacen (policy making) haciendo política (politics). Si bien hemos reivindicado la posibilidad de generar un conocimiento útil para la política social cuya construcción y consenso puede, hasta cierto punto, preservarse de la controversia política (ideológica o partidaria), entendemos que no hay otra forma de utilizar y aplicar ese conocimiento que entrando en el terreno de la política, optando por una u otra línea política (con su orientación ideológica y partidaria). Ello no es óbice para que también sea posible hacer políticas consensuadas entre diferentes agentes políticos (a veces se habla, en este sentido, de políticas de Estado).

          Tal como ya hemos señalado, un referente clave para las políticas lo constituyen las necesidades7. Las necesidades (individuales, por definición) que toman como referente las políticas sociales, recibirán el nombre de necesidades sociales. Diríamos que «las necesidades son estados de dependencia o, en otros términos, expresión de la relación de dependencia del hombre con respecto al mundo al que pertenece8» (Añón y García Añón: 2004: 96). Las necesidades básicas o fundamentales serían requisitos comunes y universales para cualquier proyecto de vida que toda persona pudiera tener. «Las necesidades básicas explicitan lo que los seres humanos compartimos: nuestra común vulnerabilidad. Las necesidades básicas en tanto que requisitos de la capacidad de agencia y vinculadas al concepto de daño9 llevan a otra de sus características: el carácter insoslayable o ineludible de las mismas» (Añón y García Añón, 2004: 105).

          Hemos de distinguir «entre necesidades universales y satisfactores de relatividad cultural» (Doyal y Gough, 1994: 29). De igual modo hemos de retener la diferencia y la relación entre, por un lado, las necesidades, que, de forma intersubjetiva e informada, intentamos identificar y reconocer como universales, y, por otro lado, las diversas expectativas, aspiraciones o demandas de las personas. Ello no quiere decir que las necesidades humanas sean estáticas e inalterables, siendo lícito hablar de una construcción humana, social y dinámica de las necesidades. El lenguaje más logrado y universalmente aceptado para referirse a las necesidades de las personas es el lenguaje de los derechos humanos. Casado dirá que la Declaración Universal de los Derechos Humanos es, probablemente, la manifestación política más importante de las aspiraciones sociales compartidas internacionalmente (Casado, 1989: 48-49). A necesidades sociales, lógicamente, corresponderán derechos sociales.

          Interesa subrayar el carácter organizado o formalizado de las políticas, precisamente porque una de las claves para la comprensión adecuada y fértil de su funcionamiento y dinámica es la profundización en sus interrelaciones con las iniciativas, redes y dinámicas comunitarias llamadas primarias o naturales. Las políticas (como acción estructurada de manera formal, institucionalizada o normativizada) buscan desencadenar en la comunidad comportamientos y, en general, procesos y situaciones, aunque muchas veces consiguen efectos contrarios a los deseados o desencadenan efectos colaterales indeseados.

          Igualmente, para comprender las políticas habrá que tomar en cuenta el ámbito geográfico o territorial de referencia. Hay políticas, por ello, más globales o más locales: políticas europeas, estatales, regionales u otras (más o menos precisas o genéricas). La globalización de las políticas es, sin duda, un gran reto en un tiempo de globalización de la economía. A la vez, las políticas han de conservar y potenciar su capacidad de adaptación y sinergia en el espacio y la referencia territorial, local y comunitaria. Una reivindicación especial en este momento merecen las políticas de cooperación para el desarrollo10 y la solidaridad internacional, que pueden considerarse como especial expresión de la dimensión social de la globalización de las políticas.

          3.2. Las políticas y lo público

          Estamos hablando de políticas. De acuerdo, pero, ¿estamos hablando de políticas públicas? Responder a esa pregunta nos llevará un poco de tiempo. Para ello, tomaremos un esquema presentado por Richard Münch, basado en la sociología de Talcott Parsons y Niklas Luhmann, sobre la sociedad, sobre la vida social, sobre el sistema social. Münch dirá que «la estructura interna del sistema social puede (…) diferenciarse en cuatro subsistemas de acuerdo con los campos en que se divide el espacio de la acción. Estos se distinguen según la estructura de la interacción social y de los medios generalizados correspondientes que generan la acción social (…):

          
            	El sistema económico está determinado por actos de competencia e intercambio en un mercado; la acción económica está controlada por el dinero en tanto regulado por un régimen de propiedad. Cumple la función de asignar recursos y preferencias (…). El principio de valor que se aplica al dinero es la utilidad, y el estándar de coordinación es la solvencia de las empresas económicas.

            	El sistema político se fundamenta en la autoridad. La acción política (…) cumple la función de toma colectiva de decisiones (…). El principio de valor para el poder político es la eficacia política en cuanto expresada en la capacidad de tomar decisiones, y el criterio de coordinación es la aceptación y observancia de decisiones.

            	El sistema sociocultural surge y se compone de discursos integrados por argumentos (compromisos de valor) regulados por un orden o régimen discursivo. Cumple la función de construir símbolos de forma socialmente obligatoria (…). El principio de valor que rige para los argumentos (compromisos de valor) es la integridad de las pautas simbólicas, y el criterio de coordinación es la consistencia de los sistemas de símbolos.

            	El sistema comunitario se basa en la vinculación mutua, que es controlada por la influencia y que consiste en el compromiso con una comunidad y sus normas en tanto que reguladas por un orden comunitario. Cumple la función de mantenimiento de la solidaridad (…). El principio de valor que rige para los compromisos que sirven de base a la influencia, es la solidaridad de los miembros de la comunidad, y el estándar de coordinación es el contexto social.

          

          Todos los subsistemas son sistemas funcionalmente especializados que requieren estructuras adecuadas para el cumplimiento de sus funciones; además no son autosuficientes, sino que dependen de las producciones de los demás subsistemas» (Münch, 1990: 165-167).

          Al hablar de políticas públicas nos referimos, basándonos en el esquema sistémico anterior, a decisiones del (o desde el) subsistema político, que recibe del conjunto del sistema social (o, en cualquier caso, asume) el encargo de velar por los intereses o proyectos compartidos por el conjunto de la sociedad. Lo público es lo que afecta e interesa a toda la colectividad y el subsistema político (en última instancia los aparatos del Estado) sería el portador de la legitimidad para la adopción e implementación de decisiones políticas. Estamos hablando, efectivamente, de políticas públicas. Estamos hablando de la influencia del subsistema político en otros o en el conjunto del sistema social, sin prejuzgar en qué medida o en qué campos esta se realiza con una mayor o menor intervención por su parte, es decir, en qué medida hace o deja hacer.

          La relevancia de las necesidades de las que se ocupan las políticas y la escala o envergadura que tiene que tener una estrategia, proceso, sistema, red de agentes o relato para que consideremos que estamos ante una política, nos lleva, necesariamente, a entenderlas como públicas. Con ese adjetivo queremos referirnos a la existencia, respecto del asunto o campo en cuestión, de una responsabilidad pública, es decir, de una responsabilidad compartida encomendada y asumida formalmente, en alguna medida, por parte de una institucionalidad política de referencia, o sea, del Estado en una u otra de sus manifestaciones. La existencia de derechos, especialmente cuando estos se materializan y especifican como derechos subjetivos, esto es, exigibles y justiciables (es decir, cuya vulneración puede ser llevada ante los tribunales), conllevaría su garantía por parte de un Estado, de una instancia pública.

          Ahora bien, una cosa es que la responsabilidad pública, para materializarse, necesite, en alguna medida y en última instancia, de un Estado en alguna de sus concreciones o ramificaciones, y otra es que el ejercicio de una determinada responsabilidad por parte de los aparatos estatales sature a satisfacción su ejercicio como responsabilidad pública. Lo público no se agota en lo estatal. El que algo (una necesidad, una actividad o un dispositivo) sea considerado de responsabilidad pública no quiere decir que sea solo de responsabilidad pública. Dente y Subirats se sitúan en la línea de quienes admiten que los actores de las políticas públicas pueden ser también privados, aunque introducen «dos cautelas: la primera es que el conjunto de las acciones debe ser, al menos en las intenciones, coherente, y la segunda, que apunta a la existencia de un problema colectivo» (Dente y Subirats, 2014: 39), añadiendo que «la esfera pública no se agota en el estricto espacio de lo institucional» (Dente y Subirats, 2014: 40). Estamos, por tanto, intentando dibujar un concepto complejo de las políticas públicas. Cuando un parlamento aprueba una ley está haciendo política pública. Pero también están haciendo política pública, por poner dos ejemplos, una red ciudadana que se manifiesta con una determinada reivindicación relacionada con el bien común o el interés general y un grupo de personas que pone en marcha un proceso, en diálogo con su Ayuntamiento, para la constitución de una mutualidad o cooperativa destinada a asumir una parte del protagonismo en la respuesta a sus previsibles futuras necesidades de alojamiento y cuidados.

          Esferas, bienes, lógicas

          Desde la mirada sistémica a cada uno de los subsistemas le corresponde un medio generalizado (una lógica) para el establecimiento de relaciones. En cada esfera hay un código que le es propio. El mercado utiliza un lenguaje de intercambio; el Estado, un lenguaje de derechos; la comunidad habla un lenguaje de reciprocidad, la iniciativa social, un lenguaje de solidaridad. De igual modo, hay un tipo de bienes11 que gestiona adecuadamente cada esfera: los bienes privados son la especialidad del mercado; los bienes públicos, la del Estado; los bienes relacionales, de la comunidad; y los bienes comunes, de la iniciativa social. Nos extenderemos un poco al respecto.

          [image: ]

          Se puede comparar el esquema que hemos tomado de Münch con el que utiliza Victor Pestoff cuando trata del tercer sector o del sector voluntario, que plasmamos con pequeñas variaciones y en el que nos apoyaremos en mayor medida. Leyendo el gráfico de Pestoff (y usando su terminología, sobre la que luego haremos algún matiz), entendemos que12:

          
            	El Estado sería formal, público y no lucrativo.

            	El mercado sería formal, privado y lucrativo.

            	La comunidad sería informal, privada y no lucrativa.

            	El tercer sector sería formal, privado y no lucrativo.

          

          Hagamos ahora el nexo con los tipos de bienes. Desde la economía se ha reflexionado sobre dos características de los bienes (exclusión y rivalidad) que los conducirían a ser públicos, privados o de otros tipos. Así, cuando hablan de bienes públicos, tienden a referirse a aquellos de cuyo disfrute no es posible o no resulta fácil o rentable excluir a nadie y en cuyo uso no hay rivalidad, es decir, aquellos bienes cuya utilización por mi parte no rivaliza o compite (o no lo hace especialmente) con la tuya (por ejemplo, el aire que respiramos). El mercado se colocaría en el polo opuesto, como especialmente dotado para la gestión de bienes de cuyo disfrute resulta especialmente fácil o rentable excluir a otros y por los que se establece rivalidad o competencia (si yo lo utilizo o consumo, tú no puedes hacerlo; por ejemplo, el ordenador con el que estoy escribiendo). Estos son denominados bienes privados.

          La consideración de los bienes dentro de una categoría u otra (o de varias) se presta a márgenes de maniobra o decisiones diversas. La medida en que la salud de las personas es tratada como bien público o bien privado en un determinado lugar, depende, sobre todo, de las políticas públicas que se adopten al respecto, de la medida en la cual el Estado se responsabilice de su promoción13 y protección14, por más que, efectivamente, desde el ámbito de la salud pública se nos alerta sobre la amenaza que puede comportar que alguien cercano enferme (por un contagio, por ejemplo). Asumiendo este punto de vista, denominaríamos bienes públicos a aquellos cuya titularidad, de facto, asume el Estado, y bienes privados serían aquellos que están en manos de individuos o entidades no estatales, aceptando que hay bienes más fácilmente convertibles en privados o en públicos o más proclives a ser asumidos como privados o como públicos.

          Nos interesa, sin embargo, ampliar la nómina de bienes y, por eso, hablamos de bienes relacionales15 para referirnos a vínculos y apoyos que no pueden comprarse en el mercado ni exigirse a un Estado y que únicamente pueden coproducirse en el seno de las redes comunitarias (familiares, convivenciales, de amistad o vecinales). Se trata de bienes intangibles pero críticos para nuestra calidad de vida y dignidad humana. Nuestro patrimonio de relaciones primarias o naturales nos permite recibir y esperar un acompañamiento y un soporte insustituible en muchos momentos y circunstancias de nuestra vida. A la hora de caracterizar los bienes relacionales y las relaciones primarias preferimos evitar la referencia de Pestoff a la informalidad por dos razones:

          
            	Por un lado, si bien es cierto que puede tratarse de relaciones que dependen menos de regulaciones y estructuras formalizadas u organizadas, no se puede afirmar, por ejemplo, que las relaciones familiares no sean objeto de normalización, normación o normativización legal.

            	Por otro lado, entendemos que se ha de intentar definir las cosas por lo que son (y no por lo que no son), máxime cuando las relaciones denominadas informales son anteriores (en la historia de la humanidad y de cada persona) a las llamadas formales.

          

          El ser humano, al nacer, en su radical y constitutiva vulnerabilidad, llama a la complementación, al cuidado, al acompañamiento, al apoyo de otro ser humano, de otras mujeres y hombres con los que no media (no puede mediar) una relación de intercambio o que, solo excepcionalmente y cuando no hay más remedio, es asumida por el Estado. El universal antropológico de nuestra codependencia y la manera en la que cuidarnos recíprocamente nos construye como lo que somos, constituyen las realidades que nos hacen darnos cuenta del estatuto y la especificidad de los bienes relacionales.

          Cabría, por último, entender los bienes comunes como bienes compartidos cuya protección o promoción no se asume por parte de los aparatos del Estado, pero que necesitan y obtienen atención y gestión por parte de alguna instancia formalizada u organizada (ya que de lo contrario serían bienes relacionales). Las organizaciones del tercer sector (asociaciones, fundaciones, mutualidades, cooperativas u otras) serían la herramienta apropiada para la gestión de los bienes comunes. Imanol Zubero afirma que «el eje público/privado se ha convertido en la gran autovía por la que circulan las sociedades más desarrolladas con dos sentidos concebidos en ocasiones como antagónicos —o privado o público—, considerando la posibilidad de combinar en proporciones distintas ambas perspectivas, en otros. Otras posibilidades de gestión y organización más social, auto-organizada, cooperativa o comunal, se han visto reducidas a carreteras locales o a vías rurales, escasamente transitadas y poco relevantes. Pero, ¿realmente es así? (…). No, no es así (…). Hay un tercer sector, cuya importancia necesita urgentemente ser apreciada: el procomún» (Zubero, 2012: 22). En los últimos años se ha descrito «la espectacular recuperación del concepto y la doctrina del bien común» (Esteve, 2013: 25). 

          Con un esquema en parte coincidente, César Rendueles recuerda que «Karl Polanyi creía que hay diferentes modos de institucionalización de las relaciones económicas que, en realidad, siempre conviven: la reciprocidad, la redistribución, el mercado y la hacienda16» (Rendueles, 2013: 170). Sea como fuere, a partir de estas aportaciones, proponemos el esquema que reflejamos en la tabla 3.b.
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          Límites, colonizaciones, potencialidades y orientaciones en la interrelación entre esferas

          Tomamos de Jürgen Habermas la idea de colonización del mundo de la vida por parte del sistema y la aplicaríamos a cualquiera de los procesos mediante los que la lógica propia de un subsistema se traslada, espuria o inadecuadamente, a otro. Parece natural comprender que en el ámbito de mis relaciones familiares o comunitarias no puede compararse la responsabilidad o el compromiso que tengo con mi hija con el que tengo con mi vecino. Ahora bien, si, como responsable público, en la oposición a una plaza de funcionaria, ejerzo un trato de favor con mi hija que perjudica a la del vecino, estamos hablando de nepotismo. La mercantilización o la burocratización serían otras formas de colonización entre esferas.

          El renovado interés político, académico y social por los bienes relacionales o los bienes comunes puede entenderse como una llamada de atención sobre el riesgo de unas políticas públicas entendidas de forma restrictiva o estatista. Así, Habermas ha hablado de la nueva esfera pública para referirse a un espacio híbrido que no se agota en los aparatos del Estado. Zubero sugiere que «tal vez el procomún sea el lugar social donde, por fin, el ideal revolucionario de la fraternidad encuentre el sitio que nunca tuvo, a diferencia de lo que ocurrió con la libertad, que enraizó y floreció en el espacio del mercado, y con la igualdad, que lo hizo en el espacio del Estado» (Zubero, 2012: 41). Algo de esto apuntaba Antoni Domènech en El eclipse de la fraternidad, de 2004, y ya en 1994 tomábamos de Zubero la cita de Habermas según la cual, «la socialdemocracia —escribe Habermas— se ha visto sorprendida por la específica lógica sistémica del poder estatal, del que creyó poder servirse como un instrumento neutral, para imponer, en términos de estado social, la universalización de los derechos ciudadanos. No es el estado social el que se ha revelado como una ilusión, sino la expectativa de poder poner en marcha con medios administrativos formas emancipadas de vida» (Zubero, 1994: 165).

          Ignacio Sotelo recordará que «la emergencia del Estado moderno (…) se define por concentrar todo el poder (…), lo que por vez primera permitió distinguir con nitidez entre Estado y sociedad, una diferencia imprescindible para que pudiera surgir el Estado social (…). El concepto de sociedad aparece como complementario del de Estado, y señala la parte de la “comunidad política” que ha sido despojada del poder (…), la sociedad, que muchos prefieren llamar “civil” para mejor distinguirla del ámbito estatal, se queda sin poder alguno. Desgajada del Estado, la sociedad se va configurando en una esfera familiar, otra económico-laboral y una tercera “pública”, en la que los ciudadanos actúan conjuntados en razón de intereses comunes. Pese que a menudo “estatal” y “público” se emplean con el mismo significado, confundirlas implica asumir el Estado de la monarquía absoluta» (Sotelo, I., 2010: 291).

          En realidad estamos hablando, desde un pensamiento sistémico, sobre las limitaciones estructurales que cualquiera de los agentes o subsistemas tiene para hacer que ocurran cosas en otro. Así, reflexiona Luhmann sobre la incierta capacidad del Estado para incentivar determinados procesos en las otras esferas y la dificultad para tener efectos en ellas, de modo que puede ocurrir que «la definición del éxito se retrotrae a la misma Administración, como si la creación de una oficina de consultas, de un centro de juventud o de un centro social fuera el efecto que como tal se desea y se intenta conseguir» (Luhmann, 1994: 108), lo cual, dicho en lenguaje de gestión, sería confundir los indicadores de impacto con los de actividad. Refiriéndose más específicamente al Estado de Bienestar, Luhmann afirmará que «la inclusión de la población es una necesidad funcional para el Estado de Bienestar; análogamente, el orden autorreferente de la comunicación política dispone al sistema para su apertura hacia cualquier tema susceptible de ser politizado. De otro lado, los instrumentos operativos susceptibles de ser introducidos en forma de decisiones vinculantes están limitados, y su utilización excesiva crea problemas que no pueden ser resueltos por los mismos medios. La política debe encontrar aquí un punto de equilibrio; pero sobre todo, un concepto capaz de orientarla en esta tensión entre apertura y restricción, entre sugerencias para fines y medios para llevarlos a cabo» (Luhmann, 1994: 128).

          Lo que ocurre es que, en una sociedad compleja, no cabe esperar, en general, que exista un centro que coordine los diferentes subsistemas. Según Luhmann, «en los sistemas diferenciados no existe ningún lugar privilegiado (algo así como un lugar central omnisciente), desde el cual pueda ser escrutado todo el sistema (…). Por el contrario, la diferenciación siempre significa que en el sistema se crean una pluralidad de subsistemas que no se pueden observar recíprocamente» (Luhmann, 1994: 67). La búsqueda, promoción o desencadenamiento de sinergias corresponde a todas las esferas.

          Por tanto, los aparatos estatales, los poderes públicos, van a estar sin duda involucrados en ellas, pero no les está reservado, en el concepto de políticas que estamos dibujando aquí, ni el protagonismo permanente ni la iniciativa exclusiva. Agentes no estatales pueden proponer, gestionar, sostener, modificar o evaluar las políticas de las que aquí hablamos, de diversos modos y en diferentes medidas, sin que dejemos de considerarlas políticas públicas. Agentes no estatales son imprescindibles en todos los procesos y momentos de construcción y gestión de las políticas públicas como herramientas para hacer habitable el tiempo y el espacio de lo público, de lo colectivo, de lo compartido, de lo común. Seguramente por todo esto nos ha parecido más interesante y sugerente escribir más sobre las políticas sociales que sobre el Estado de Bienestar17.

          Lógicamente, en este concepto de políticas y de políticas públicas estamos reconociendo una responsabilidad o un peso al Estado, que regula o condiciona la satisfacción de las necesidades o la consecución de las finalidades de las que se ocupan las políticas y que, por tanto, no las deja, por ejemplo, a merced del puro juego de la oferta y la demanda en el mercado (en el supuesto de que dicho juego de mercado pudiera existir en ausencia de un Estado, lo cual tampoco es pensable). El Estado, como delegado y legitimado por parte de la sociedad para la gestión de los intereses colectivos, determinará en qué medida y de qué manera regula o desplaza al mercado (y a la demanda solvente), a la comunidad (y la «donación en reciprocidad») (Renes, 2014: 36) o al tercer sector (y al procomún) la respuesta a las necesidades, con las consiguientes exigencias, dinámicas y consecuencias económicas y de otra índole.

          3.3. ¿Qué es la política social?

          Vamos a intentar, ahora, profundizar en el significado del adjetivo social, que utilizamos cuando hablamos de políticas sociales. Uno de los fundadores de la disciplina, Richard Titmuss, llegó a decir que definir el concepto de política social constituye un problema insoluble (Montoro, 1998: 33), del mismo modo que afirmó que Estado de Bienestar era una «abstracción indefinible» (Espuelas, 2013: 31). No faltan definiciones que contienen el propio adjetivo, como cuando se dice, por ejemplo, que la política social se ocupa de los problemas sociales. Intentaremos ir más allá, en busca de matices o subrayados en algunas concepciones representativas, y asumiendo que buscamos una manera congruente y operativa de delimitar como sociales una parte, un sector, un campo o un subconjunto de las políticas (públicas). No nos interesa a continuación hacer un recorrido histórico o sistemático acerca del concepto, sino espigar algunos acercamientos significativos que nos permitan perfilarlo18.

          Miradas complementarias desde diferentes ángulos

          Frecuentemente se asume que una política es social en la medida en que redistribuye (o contribuye a la redistribución) de forma más igualitaria o equitativa19 de una serie de recursos (entendiendo por tales, usualmente, los recursos económicos y, muchas veces, directamente, financieros)20 para compensar (ex ante, durante o ex post) el reparto tendencialmente no equitativo que produce el funcionamiento del mercado. Es decir, frente a dinámicas de mercado, que parecen llevar por definición a distanciarnos en nuestra capacidad de compra o en nuestra posición en la estratificación económica de la sociedad, las políticas sociales serían aquellas que nos vuelven a aproximar, a hacer más iguales en cuanto a los recursos a nuestra disposición, a hacernos, de nuevo, en ese sentido, más sociedad.

          En esta línea, hablará, por ejemplo, Ignacio Sotelo del «Estado social, entendido como un compromiso entre la igualación formal y la desigualdad real. El capitalismo se ha distinguido tanto por una productividad en rápido aumento como por fomentar la desigualdad creciente, que se ha visto compensada incluso en los sectores sociales inferiores, con niveles de vida cada vez más altos» (Sotelo, I., 2010: 395). Gøsta Esping Andersen, apoyándose en Karl Polanyi, ha subrayado la idea de desmercantilización (decommodification) en las políticas sociales y los Estados de Bienestar (Pisarello, 2007: 12). En efecto, una de las interpretaciones de las políticas sociales y las necesidades sociales tiene que ver con una intervención del Estado para «sustraer la relación demanda-oferta de bienestar del dominio del sector mercantil» (Herrera y Castón, 2003: 35).

          En otros casos, más que en la redistribución de recursos, se hace énfasis en la igualdad o equiparación de oportunidades, de trato o de resultados como finalidad o efecto de la política social. En este caso, la situación que pretende prevenir, paliar o revertir la política social no se derivaría tanto de la dinámica del mercado como de las características o capacidades individuales (funcionales, afectadas por contextos sociales) o colectivas (familiares o grupales) de las personas. Así pues, frente a características o capacidades individuales o colectivas en virtud de las cuales no somos iguales, las políticas sociales serían aquellas que aproximan (que hacen más iguales) los puntos de partida (igualdad de oportunidades), los itinerarios (igualdad de trato) o las posiciones de llegada (igualdad de resultados).

          En un texto clásico y seminal de la política social (Ciudadanía y clase social, de 1949), Thomas Humprey Marshall dirá que «la extensión de los servicios sociales21 no es fundamentalmente un medio para igualar las rentas. En algunos casos puede serlo, en otros puede no serlo. La cuestión es relativamente poco importante; pertenece a un compartimento diferente de la política social. Lo que importa es que haya un enriquecimiento general del contenido concreto de la vida civilizada, una reducción general del riesgo y la inseguridad, una nivelación de los más y los menos afortunados en todos los órdenes —entre los sanos y los enfermos, los empleados y los desempleados, los viejos y los activos, los solteros y el padre de una familia numerosa—. La nivelación no se produce tanto entre clases como entre individuos en una población a la que a este objeto consideraremos ahora como si fuera una sola clase. La igualdad de estatus es más importante que la igualdad de rentas» (Marshall, 1997: 328).

          En una tercera mirada, las políticas sociales serían aquellas que dan respuesta u ofrecen satisfactores a una serie de necesidades sociales (incluyendo aspiraciones legítimas de desarrollo humano) mediante la provisión (pública en algún sentido o medida) de una serie de prestaciones y servicios, prestaciones y servicios cuya percepción o disfrute, eventualmente, se convertiría en un derecho social. En este esquema se determinaría la existencia de una serie de necesidades cuya satisfacción (o prestaciones cuya provisión) se asume como responsabilidad de los poderes públicos (al menos hasta un cierto punto o nivel) y que, por tanto, no se desean dejar a la suerte (condición o situación) funcional, económica o familiar de cada individuo.

          El estado alcanzado cuando todas esas necesidades están suficientemente satisfechas recibiría el nombre de bienestar: individual cuando es disfrutado por una persona y social cuando es disfrutado por el conjunto de la población. Se entendería que el bienestar es el bien a promover y proteger por parte de la política social. Casado habla de una política «en pro de la felicidad —según el uso léxico pretérito— o de la calidad de vida22 —como gusta decir hoy—. Y esa meta, cualquiera que sea su denominación, es la referencia principal del bienestar» (Casado, 2005: 17). En esta línea, dirá Ignacio Urquizu que «la única forma de equilibrar la relación económica entre empresarios y trabajadores es establecer una serie de derechos que den más recursos a los segundos: salario mínimo, subsidio de desempleo, cobertura sanitaria, educación… En definitiva, este conjunto de derechos permite que las personas sean más libres y dejen de ser meras mercancías, pasando a adquirir el estatus de ciudadanos» (Urquizu, 2012: 108).

          Un cuarto matiz es aportado por la visión de las políticas sociales como aquellas intervenciones (públicas en alguna medida o sentido) que se ocupan de la cobertura (preventiva, paliativa, compensatoria o resolutiva) de una serie de contingencias o riesgos. En este caso, la protección frente a esas contingencias o riesgos o su cobertura se podría considerar como derecho subjetivo. De nuevo, en este caso, esa cobertura o provisión no se desea dejar a la suerte (condición, situación) funcional, económica o familiar de cada individuo. Así, por ejemplo, se señala que los sistemas de protección social «están diseñados para proteger a la gente contra los riesgos asociados con el desempleo, las responsabilidades parentales, la enfermedad/atención sanitaria e invalidez, la pérdida de un cónyuge o progenitor, vejez, alojamiento y exclusión social» (Eurostat, 2013: 197).

          También suele verse la política social en su vertiente de promotora y protectora del capital humano. Desde esta mirada se subraya la aportación que el subsistema económico recibiría por parte de la política social. Coherente con esta visión sería la intervención de la política social de cara a preparar a las personas para ser económicamente productivas (mediante la educación), para que vuelvan a ser productivas cuando han dejado de serlo por una enfermedad o accidente (mediante la sanidad), para compensar su ausencia de ingresos procedentes del trabajo cuando pierden su empleo o cuando terminan su vida laboral (mediante la garantía de ingre­sos), para ayudarles a recuperarlo (mediante las políticas de empleo) o para contribuir a compatibilizar sus responsabilidades laborales con sus responsabilidades familiares y comunitarias (mediante los servicios sociales, por ejemplo). Ernesto Cohen y Ricardo Franco subrayarán esta dimensión de la política social al afirmar que «la política social, por su parte, además de sus funciones de compensación social y fomento de la cohesión, contribuye al desarrollo económico, sobre todo aumentando la dotación de capital humano, que así estará en condiciones de utilizar la tecnología más moderna y productiva» (Cohen y Franco, 2005: 9).

          En otras ocasiones se entiende la política social como aquella que se orienta a abordar (prever, paliar, reparar o revertir) desde los poderes públicos aquellas situaciones (en principio excepcionales y minoritarias) en las que no han funcionado suficiente o adecuadamente los mecanismos del resto de esferas o subsistemas (como el mercado o la comunidad) y la persona está en un riesgo o situación de marginación o exclusión social, es decir, de quedar fuera de la dinámica económica, relacional o política de una sociedad. Así, por ejemplo, se ha dicho que «el Estado de bienestar es uno de los logros más significativos de los Estados modernos por su capacidad de proteger a los ciudadanos contra la pobreza cuando se encuentran en situaciones de riesgo (…) y de contribuir a corregir, en mayor o menor medida, las fracturas sociales» (Del Pino y Rubio, 2013b: 23). Subirats suele referirse a las políticas muy escoradas en este sentido como políticas de final de tubería (end of the pipe policies).

          En último lugar, miraríamos la política social como aquella que contribuye a la construcción de lazos relacionales o vínculos comunitarios como forma de aproximarse al bienestar compartido y de favorecer la cohesión social. En este caso, se trataría de la aportación de los poderes públicos (de la esfera política) al funcionamiento o fortalecimiento de la esfera comunitaria, como contribución, finalmente, al bienestar, la cohesión, igualdad o inclusión de las personas en el conjunto del sistema social. Con esta orientación se ha dicho que «el objetivo de la política social es el de salvaguardar el subsistema de la integración social, en cuanto diferente de los otros subsistemas de la sociedad (en concreto del económico y del político-administrativo). Desde esta óptica, las funciones de la política social tienen que ver con el reconocimiento y la promoción de la solidaridad social en todo el sistema societario» (Herrera y Castón, 2003: 36).

          Algunos autores, por cierto, han subrayado la potencialidad que esta construcción comunitaria tiene, a su vez, como fortalecedora, en clave participativa, de la comunidad política (y, por tanto, legitimadora de los poderes públicos). En ese sentido hablará Pierpaolo Donati de la «ciudadanía societaria» y dirá que «la ciudadanía societaria es la ciudadanía vista desde la sociedad (entendida como relación) antes que desde el Estado (o desde el binomio Estado-Mercado). El Estado no desaparece, pero se convierte en un sistema específico, necesario para garantizar una ciudadanía más compleja y extensa. El término “societaria” enfatiza el carácter asociativo (relacional) de la ciudadanía» (Donati, 1999a: 46).

          Pulpo como animal de compañía23

          Cuando hablamos de políticas, como ya hemos dicho, nos referimos a intervenciones o actuaciones del subsistema político. Así, por ejemplo, la política económica sería el intento de influencia desde la esfera política en la esfera económica. El repaso realizado (con las dimensiones o visiones redistributiva, igualitaria, equiparadora, aseguradora, proveedora, promotora y protectora del capital humano, gestora de situaciones de riesgo o exclusión y constructora de comunidad) parece abocarnos a afirmar que la política social sería la paradójica intención de una parte del sistema social (el subsistema político, la esfera pública) de desencadenar cambios en el conjunto del sistema del que, sin embargo, es una parte. Nos recuerda al barón de Münchhausen, que quería salir de un agujero tirando de su coleta, y podemos llegar a la conclusión de que toda la política es social, de que todas las políticas son sociales. Así se ha señalado recientemente al decir que «si el vocablo “social” lo tomáramos en sentido extenso, habrían de considerarse sociales prácticamente todas las políticas públicas» (Alonso Seco, 2013: 20). 

          Parece, sin embargo, más razonable aceptar la convención de denominar sociales a algunas políticas, de denominar social a una parte de la política. Después, junto a esa gran política sectorial, denominada social, habría otras grandes políticas sectoriales, y, entre ellas, por ejemplo, la política económica24. De hecho, algunas de las características más definitorias de las políticas sociales tienen que ver con la manera en que se relacionan intersectorialmente con las políticas económicas. Así, por ejemplo, Cohen y Franco dirán que «no es adecuado el planteo tradicional de que la política económica procura el crecimiento y la política social responde por la equidad. En realidad, ambas son responsables conjuntamente del doble objetivo de crecer y generar equidad» (Cohen y Franco, 2005: 14). Es frecuente el uso del concepto desarrollo para referirse a políticas o estrategias intersectoriales con componentes tanto sociales como económicos: desarrollo endógeno, desarrollo regional, desarrollo local, desarrollo comunitario, desarrollo territorial u otros, como desarrollo urbano o desarrollo rural.

          Por otro lado, como veremos cuando hablemos de las políticas sociales transversales, defenderemos que no solo son transversales a las políticas sociales sectoriales, sino también a otras políticas sectoriales. Ello quiere decir que, aunque planteemos el carácter sectorial de la política social (diferenciada de otras políticas, como la económica u otras), aceptamos la idea de una dimensión, un enfoque o impacto social de todas las políticas, al estilo, por ejemplo, de lo que se expresa para el caso concreto de la política sanitaria con el lema «salud en todas las políticas» adoptado en Adelaida por la Organización Mundial de la Salud en 1988. En realidad, como veremos en el capítulo 6, la consideración de unas u otras dentro del grupo de políticas sociales tiene bastante de convencional, discutible y contingente.

          Se trata, posiblemente, de un equilibrio imposible, de una ecuación insoluble o de una paradoja insoslayable. Cuando intentamos acotar la dinámica de las políticas sociales a una lógica, campo o ámbito sectorial, su carácter o dimensión transversal (referenciado a la globalidad del sistema social) nos desborda. Sin embargo, cuando queremos operativizar y aplicar esas finalidades o pretensiones sociales más amplias, necesitamos anclajes y límites sectoriales. Podríamos hablar de la doble paradoja de la política social: la paradoja de su condición de política (que intenta desencadenar cambios en el conjunto del sistema social desde el subsistema político que, sin embargo, es parte de ese sistema social) y la paradoja de su condición sectorial (que intenta afectar al conjunto de la vida social operando en o desde un único sector o rama de actividad). En cierto modo, cuando admitimos la política social (con las ambiciosas finalidades que hemos descrito) como una política pública (desde el subsistema político) y sectorial (junto a otras sectoriales, que se ocuparían de otras cuestiones), estamos aceptando pulpo como animal de compañía, nos estamos haciendo trampas en el solitario.

          Conviene aclarar, de todos modos, que, en la convención más comúnmente admitida, no se reduce la política social a la política relacionada con los servicios específicamente denominados sociales, sino que abarca otros campos, ramas o ámbitos sectoriales (como los servicios educativos o sanitarios, entre otros) en los que se ha ido organizando la actividad humana (con su significado y encuadre político y económico). No cabría, por tanto, hacer un paralelismo entre políticas sociales y servicios sociales, al menos si atendemos a la noción de servicios sociales acuñada en nuestro entorno. En realidad cabría hablar de una cierta elasticidad o flexibilidad del adjetivo social y de una cierta cualidad matricial y residual de este adjetivo25. Lo vemos con el concepto de intervención social: hay contextos en los que su utilización alcanza todo el ámbito cubierto por la política social; en otros, sin embargo, casi solo se aceptaría para lo que se hace en los servicios sociales. Según en dónde, es difícil que la cirujana de un hospital (aunque sea público y gratuito) acepte que lo que ella hace es intervención social. Sin embargo es más fácil que acepte que la política sanitaria (que regula su actividad) es una política social.

          Cabe relacionar el concepto de política social con el que se maneja en las instituciones europeas de servicios sociales de interés general. Cuando en la Unión Europea se habla de servicios de interés general, se hace referencia a una serie de servicios que, por su importancia para la vida de todas las personas, deben ser objeto de una especial vigilancia o intervención por parte de los poderes públicos, que están especialmente llamados a imponer obligaciones al respecto, de modo que esos servicios puedan llegar a toda la población (obligaciones de servicio público). Dentro de ellos se incluyen los que tienen que ver con las que denominan funciones básicas del Estado (por ejemplo, el servicio público de la justicia), otros servicios a los que denominan económicos o comerciales (por ejemplo, la telefonía) y otros que son no económicos. Entre los que denominan servicios sociales de interés general (que pueden entrar entre los no económicos, pero también entre los económicos) se suele hacer referencia, con unas u otras denominaciones, a los ámbitos sectoriales que consideraremos objeto de las políticas sociales (educación, sanidad, servicios sociales, vivienda, empleo y garantía de ingresos). Están, básicamente, sobre la mesa el debate político y las controversias jurídicas sobre la medida y la manera en las que se aplican a estos sectores de actividad las reglas de la Unión Europea sobre la competencia, el mercado interior, la contratación pública y las ayudas de Estado. (European Commission, 2013b: 21-23).

          Por otro lado, proponemos entender como sinónimas entre sí (o, al menos, muy próximas26) las siguientes expresiones: política social, política de protección social, política de bienestar (social), política de inclusión social27 y política de cohesión social. Ninguna de estas cuatro últimas expresiones denotaría una parte, un subconjunto o un tipo de política social, sino toda la política social. Como aval de esta posición cabría aducir, por ejemplo, los informes conjuntos sobre protección social e inclusión social que viene elaborando la Comisión Europea. Cabría considerar sinónima, incluso, la expresión seguridad social, si bien esta suele reservarse, con mayúsculas, para construcciones institucionales realmente existentes en los diferentes países. Nótese, en todo caso, que la Seguridad Social, en los diferentes países, suele abarcar varios campos o ámbitos sectoriales entre los seis que estamos contemplando (como garantía de ingresos, sanidad o servicios sociales, por ejemplo). En el marco de la Seguridad Social española (de carácter eminentemente contributivo) tomó forma la Asistencia Social28, de carácter no contributivo, como desarrollo y perfeccionamiento de la beneficencia (junto a otros instrumentos). Acerca del uso del adjetivo social en políticas, una referencia a tener en cuenta es la del uso de la expresión gasto social, que suele definirse en relación con una serie de funciones o partidas, razón por la cual nos referiremos a ella en el capítulo 6.

          Fines y medios

          Podría aplicarse, por otro lado, a la política social, una característica o condición que en los documentos de la Unión Europea se propone para la innovación social (sobre la que volveremos en el capítulo 5) y decir que la política social tendría que ser social en sus fines y en sus medios. En ese sentido se ha hablado del carácter prestacional y, con él, relacional de los derechos sociales y, en general, de la respuesta a las necesidades sociales (Herrera y Castón, 2003: 172-173), subrayando el hecho de que la consecución de los objetivos de las políticas sociales (salud, interacción, aprendizaje, ocupación, alojamiento, subsistencia y, en definitiva, bienes­tar) no es posible sin el concurso de la persona destinataria de las prestaciones o intervenciones y de su entorno relacional o comunitario. Serge Guérin se refiere, por ejemplo, al esfuerzo de la persona que es objeto de acompañamiento social.

          Cada subsistema que se diferencia en el sistema social se justifica y se legitima por su función o, dicho con otro lenguaje, por su aportación de valor al conjunto. Y si, como subsistema, agente o esfera social, tiene sentido o añade valor, habrá de hacerlo por y desde la lógica o la racionalidad que le es propia, no dejándose colonizar o instrumentalizar desde fuera. Si existe, dentro de la esfera política, un subsistema que podamos denominar política social y si esa política social añade valor a una sociedad, lo tendrá que hacer en esas claves equitativas, inclusivas, relacionales o participativas que corresponden a los fines de las políticas sociales. 

          Emerge, por tanto, un concepto de política social que, como política pública, es consciente de sus límites y paradojas a la hora de afectar al conjunto del sistema social. Se trata de una política social que tiende a ser consciente de la complejidad y respetuosa con la autonomía de la vida social en la que quiere tener efectos, y que buscará la mayor capacidad de autorregulación y corregulación política de los diferentes agentes. Por otra parte, como política que se llama social, recordando la filosofía gandhiana de que el fin está en los medios como el árbol en la semilla, buscará fines equitativos, inclusivos, relacionales y participativos con medios equitativos, inclusivos, relacionales y participativos. Cuando hablamos, en todo momento, de proteger y promover, estamos pensando en una política social que, de nuevo paradójicamente, en tanto que política, se sabe necesaria y que, en tanto que social, desearía serlo lo menos posible.

          Notas

          
            
              6 Como se verá, cuando hablamos de las necesidades de las personas, las concebimos como potencialidades universales abiertas y dinámicas, en un proceso de construcción individual y colectiva. La carencia sentida por la persona puede ser indicativa de la existencia de una necesidad, pero también puede serlo, por ejemplo, una expectativa o aspiración compartida.

            

            
              7 Preferimos señalar como referente las necesidades y no solo los problemas.

            

            
              8 Manfred Max-Neef, en su planteamiento sobre el desarrollo a escala humana, habla de la doble dimensión de las necesidades humanas, como carencia y como potencialidad (Max-Neef, 1998). También se han de subrayar en este terreno las aportaciones de Antonio Elizalde.

            

            
              9 Y por tanto, añadiríamos, al concepto de riesgo.

            

            
              10 No consideramos la política de cooperación para el desarrollo como política social, pero sí entendemos que en o desde todas las políticas sociales se puede hacer o impulsar cooperación para el desarrollo.

            

            
              11 Esta idea se expresa frecuentemente en negativo, hablando de lo que hace mal cada esfera (ineficiencias, externalidades negativas o perjuicios a terceros): fallos del mercado o fallos del Estado.

            

            
              12 Demetrio Casado dibuja con nitidez estos cuatro sectores en El bienestar social acorralado, de 1986. Por eso, más tarde, cuando hable del tercer sector, se referirá al tercer sector «de cuatro».

            

            
              13 Usamos el par de conceptos proteger y promover para cubrir todo el campo semántico de lo que cabe hacer con cada uno de los bienes que corresponden a las políticas sociales (salud, aprendizaje, alojamiento y demás). Normalmente la protección se entiende en una clave más defensiva, conservadora o pasiva y la pro­moción en una clave más proactiva, de desarrollo o activa. Cuando hablemos de la promoción de comportamientos o cambios conductuales como uno de los objetivos de la política social (capítulo 7 y otros), estaremos usando la palabra promoción en un sentido más preciso o con un matiz diferente.

            

            
              14 Luis Ortega afirma que «parece claro que ni el elemento subjetivo, ni el elemento jurídico formal, ni el elemento objetivo sirven para acotar los servicios públicos con referencia a los que pueden ser prestados en el mercado. Solo sería posible hablar de servicio público en cuanto a una función de prestación que libremente el Estado puede poner en marcha, con niveles variables de garantía y de régimen jurídico, en base a la satisfacción de fines constitucionales» (Ortega, 2005: 163).

            

            
              15 El concepto de bienes relacionales es utilizado inicialmente por Martha Craven Nussbaum y trabajado de forma especialmente intensa por Pierpaolo Donati.

            

            
              16 La hacienda sería un sistema autárquico de producción para uso propio.

            

            
              17 No es objeto de nuestro interés en este libro dilucidar el sentido equivalente o diferenciado de expresiones como Estado de Bienestar, Estado social, Estado providente, Estado benefactor, Estado Providencia o Estado protector.

            

            
              18 El elenco de visiones escogido no agota, desde luego, las posibles. Se han seleccionado algunas que capturan las dimensiones más genuinas del concepto de política social y encajan dentro de un cierto consenso amplio en la comunidad de personas y organizaciones interesadas. Otras no han sido consideradas, especialmente si privilegian los efectos colaterales de la política social por encima de los disfrutados por sus destinatarias. Es el caso, por ejemplo, de las definiciones que subrayan el efecto de la política social en términos de control social o paz social. Se incrustarán algunas citas que subrayan los diferentes matices, aunque en ellas se percibirá la complementariedad y mezcla entre las distintas visiones.

            

            
              19 Tendremos ocasión de volver sobre la diferencia entre igualdad y equidad como expresiones o formas de la justicia social. Ahora podríamos señalar que la equidad vendría a ser una igualdad relativa. Por ejemplo, la que determina que las personas, más que recibir los mismos recursos, reciban recursos en proporción o ajustados a un determinado factor (como sus necesidades o sus aportaciones).

            

            
              20 La dimensión o valor económico de todos los recursos no es la misma. Se puede decir que hay recursos no económicos. Y, desde luego, los recursos financieros (el dinero) sólo son un tipo de recurso entre los diversos posibles.

            

            
              21 Obviamente, Marshall no se refiere a los servicios sociales en el sentido restringido que utilizamos en este libro, sino al conjunto de servicios de bienestar.

            

            
              22 La calidad de vida como bien a preservar, incluso en situación de deterioro grave de la salud, se refleja en la utilización de la expresión, en el campo sanitario, cuando se dice que no podemos curar a alguien pero sí intentar que tenga la mejor calidad de vida. Robert Schalock sería un referente a la hora de comprender la calidad de vida como constructo multidimensional y a la hora de poner el énfasis en la dimensión necesariamente subjetiva de la calidad de vida.

            

            
              23 Esta expresión ha adquirido cierta popularidad en los últimos quince años a partir de un anuncio de televisión sobre un juego de mesa. Viene a expresar la aceptación de algo que, sin embargo, podría ser discutido.
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